
Señor: 
Juzgado Penal del Circuito de Bogotá (Reparto) 
Ciudad, 
 
ACCIÓN DE TUTELA. 
Accionante: JOSE RICARDO LOPEZ CARO CC 5872905 
Accionado: Comisión Nacional del Servicio Civil 
                     Servicio Nacional de Aprendizaje SENA  
  
JOSE RICARDO LOPEZ CARO identificado con cedula de ciudanía 5872905, con  domicilio 
en la ciudad de Bogotá, actuando en nombre propio instauro ACCIÓN DE TUTELA de 
conformidad  con el  artículo 86 de la  Constitución Política y el  Decreto 2591 de 1991, en 
contra de la Comisión Nacional del Servicio Civil y del Servicio Nacional de Aprendizaje 
SENA,  por la vulneración a mis derechos fundamentales al debido proceso, trabajo, 
igualdad y acceso a cargos públicos dentro del concurso de méritos realizado mediante la 
Convocatoria 436 de 2017 Servicio Nacional de Aprendizaje SENA, teniendo  en  cuenta  
los siguientes hechos: 

HECHOS 

PRIMERO: La Comisión Nacional del Servicio Civil convocó a concurso abierto de  méritos, 
para  proveer las vacantes definitivas de personal del Servicio Nacional de Aprendizaje – 
SENA, ofertado con la convocatoria No. 436 de 2017 – mediante Acuerdo No. 
20171000000116 del 24-07-2017.  

SEGUNDO: Dentro  del  concurso  436 de 2017 me presente para proveer una (1) vacante 
del empleo de carrera identificado con el código OPEC No. 60375, denominado Profesional, 
Grado 8, para el Servicio Nacional de Aprendizaje SENA. 

TERCERO: Mediante la Resolución N° 20182120139695 del 17-10-2018, la Comisión 
Nacional del Servicio Civil, adopta la Lista de Elegibles para proveer una (1) vacante del 
empleo de carrera identificado con el código OPEC No. 60375, denominado Profesional, 
Grado 8, para el Servicio Nacional de Aprendizaje SENA. 

Listado en el cual ocupe el puesto número nueve (9) tal como lo vemos a continuación: 
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CUARTO: Pese haber superado todas las pruebas y etapas del concurso de méritos y 
encontrarse en firme la Resolución N° 20182120139695 del 17-10-2018, por medio de la 
cual se conformó la lista de elegibles para proveer las citadas vacantes, el Servicio 
Nacional de Aprendizaje NO está haciendo uso de la lista de legibles. Pues a la fecha 
no  he sido notificado por parte del Servicio Nacional de Aprendizaje SENA ni de la Comisión 
Nacional del Servicio Civil, sobre ninguna  novedad respecto a mi selección y nombramiento 
en periodo de prueba, o sobre la selección y nombramiento en periodo de prueba de una 
de los participantes que están en los primeros puestos, pues quedé como octavo opción 
en lista de elegibles, si se presentara una vacante con las mismas condiciones. 

QUINTO: Es de conocimiento NACIONAL, que “la planta del SENA es global, por su 

naturaleza de entidad de orden nacional y, según el manual especifico de funciones y 

competencias.”, así mismo es de conocimiento NACIONAL que existen múltiples empleos 
ocupados en encargo y/o provisionalidad, cargos que si bien es cierto no fueron ofertados 
para proveerlos, según el manual especifico de funciones y competencias SON 
EQUIVALENTES a varias opec, ENTRE ELLAS LA MIA, y a pesar de ello, NO SE HA 
HECHO USO DE LA LISTA. 

Como se observa a continuación:  

DEPENDENCIA DENOMINACION GRADO IDP PERFIL 
CUNDINAMARCA- DESPACHO 

DIRECCION PROFESIONAL 8 9236 GESTIÓN CONTRACTUAL  
DIRECCIÓN GENERAL-
DIRECCIÓN JURÍDICA PROFESIONAL 8 230 GESTIÓN JURÍDICA 

DISTRITO CAPITAL - DESPACHO 
DE LA DIRECCIÓN PROFESIONAL 7 7522 GESTIÓN JURÍDICA 

HUILA - CENTRO DE LA 
INDUSTRIA, LA EMPRESA Y LOS 

SERVICIOS PROFESIONAL 9 3859 GESTIÓN CONTRACTUAL 
HUILA-CENTRO DE GESTIÓN Y 

DLLO SOSTENIBLE 
SURCOLOMBIANO PROFESIONAL 8 4303 

DIRECCIONAMIENTO 
ESTRATÉGICO 

META-DESPACHO DIRECCIÓN PROFESIONAL 9 8524 
DIRECCIONAMIENTO 

ESTRATÉGICO 

VALLE - DESPACHO DIRECIÓN PROFESIONAL 10 6719 

GESTIÓN DE LA 
INNOVACION Y LA 
COMPETITIVIDAD 

DIRECCIÓN GENERAL- 
DIRECCION DE FORMACION 

PROFESIONAL 
PROFESIONAL 

8 
303 

GESTION DE LA 
FORMACION PROFESIONAL 

INTEGRAL 
 

SEXTO: Estudio que ya se solicitó debidamente en aras de salvaguardar el derecho a la 
igualdad, DEBIDO PROCESO, al trabajo, a que tanto la ultra actividad como retroactividad 
sea aplicada, estudio que se aplicó y ORDENO CONSTITUCIONALMENTE precisamente 
dentro de este convocatoria No. 436 de 2017 del SENA pero en las OPEC 58995 y 
59953, a través de fallo de tutela de segunda instancia expedido por el H. Tribunal 
Administrativo de Antioquia SALA QUINTA – MIXTA del H. Magistrado Ponente DANIEL 
MONTERO BENTANCUR, el 15 de septiembre del año en curso. 

Fallo que como referí le ORDENO al SENA, que realizara un estudio de equivalencia de los 
empleos vacantes no convocados, en el territorio nacional, así mismo ORDENO al SENA, 
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efectuar una consolidación de una lista de elegibles para ocupar los empleos vacantes no 
convocados que tengan equivalencia con los empleos relacionados en dicha tutela. 

SEPTIMO: Significa H. Juez, que en aras de salvaguardar mi DERECHO A LA 
IGUALDAD, al trabajo, al debido proceso, el Servicio Nacional de Aprendizaje SENA, 
debe APLICAR entre las normas existentes en los últimos años, LA MAS 
FAVORABLE, ello no solo porque esta aplicado en fallo de tutela de la misma 
convocatoria, sino porque H. Juez, es el conocido PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD. 

Principio bajo el cual el SENA puede APLICAR y hacer USO DE LA LISTA de elegibles 
para la ocupación de empleos vacantes no convocados que tenga equivalencia con los 
empleos, del concurso 436 en la OPEC 60375, lo cual SI es posible actualmente como 
mencione en el numeral 5º, al referir que existe esa EQUIVALENCIA.  

OCTAVO: El 25 de marzo de 2020 la Comisión Nacional del Servicio  Civil, mediante 
comunicado 20201020309191, explica la aplicación  del  CRITERIO UNIFICADO "USO DE 
LISTAS DE ELEGIBLES EN EL CONTEXTO DE LA LEY 1960 DE 27 DE JUN10 DE 2019" 
de 16 enero de 2020 el  cual precisa: 

El artículo 6 de la Ley 1960 de 20191, modifico el numeral 4° del artículo 31 de La Ley 909 

do 2004, previendo lo siguiente: 

4. Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o Ia 

entidad contratada por delegación de aquella elaborará en estricto orden de mérito 

Ia lista de elegibles que tendrá una vigencia do dos (2) años. Con esta y en estricto 

orden de méritos se cubrirán las vacantes para las cuales se efectuó el 

concurso y las vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, 

que surjan con posterioridad a la convocatoria de concurso en la misma 

Entidad. (Resaltado fuera de texto) 

Indicando adicionalmente, “que la decisión de proveer o no transitoriamente un empleo es 
potestad de la administración, quien de acuerdo a las necesidades del servicio, decide si 
provee o no el empleo mediante encargo, o en su defecto, a través de nombramiento 
provisional, cuando no exista servidor de carrera con derecho a ser encargado”. 
Argumentos que van en contravía del criterio unificado del 16 de enero de 2020 y del 
derecho que tenemos los elegibles de acceder a los cargos públicos por el mérito logrado 
mediante las convocatorias públicas. Como es el caso que nos ocupa. 

NOVENO: Se hace necesario señalar que esta OMISIÓN de las accionadas ya se había 
presentado al momento de indicar el puesto de varios participantes, NO REALIZANDO UN 
ADECUADO ESTUDIO, OMITIENDO intencionalmente documentos y certificaciones, lo 
cual condujo a que NO OBTUVIERA EL PRIMERO O SEGUNDO PUESTO, reclamación 
que realice, no obstante, se ratificó dicho resultado. 

DECIMO: Señor Juez, por lo anteriormente expuesto, recurro a su  protección constitucional 
considerando que la Comisión Nacional del Servicio Civil y el Servicio Nacional de 
Aprendizaje SENA, me están desconociendo los derechos y el mérito adquirido al haber 
superado y aprobado cada uno de los procesos de selección de la convocatoria 436 de 
2017, nombrando en cargos CON EQUIVALENCIA a las funciones y 
competencias del OPEC 60375 de acuerdo al manual, a personas que no  se 
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encuentran en la lista de elegibles vigente, actuación violatoria de mis  derechos 
fundamentales invocados, lo cual es agravado, dado que la precitada lista está a 
punto de perder su vigencia. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

ANÁLISIS DE PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

La jurisprudencia constitucional de manera enfática y uniforme ha señalado que la acción 
de amparo fue instituida como un instrumento de defensa judicial que pretende la defensa 
de los derechos fundamentales, dotada de un carácter subsidiario y residual. Lo anterior 
implica que su ejercicio solo es procedente de manera supletiva, es decir, cuando no sea 
posible acudir a otro medio de defensa, salvo que se promueva para precaver la ocurrencia 
de un perjuicio irremediable. Ello de conformidad con el artículo 86 Superior que establece: 
“esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa 
judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable”, lo que significa que el Constituyente reconoció el carácter preferente de los 
diversos medios de defensa judicial previstos en el ordenamiento jurídico, a los que se debe 
acudir en búsqueda de la protección de los derechos.  

No obstante, el juez constitucional frente a la existencia de diversos medios de defensa 
judicial debe analizar si en la situación particular de quien invoca el amparo, éstos resultan 
idóneos y eficaces, pues una interpretación restrictiva de la norma, conllevaría la 
vulneración de derechos fundamentales, si con la utilización de dichos instrumentos no se 
logra la protección efectiva de los derechos conculcados. Bajo este contexto, se ha admitido 
la procedencia de la acción de tutela, incluso como mecanismo definitivo, siempre que las 
vías ordinarias no resulten lo suficientemente expeditas para prodigar una protección 
inmediata y real. 

En el caso sometido a estudio, respecto de los concursos públicos de méritos, la Corte ha 
acuñado una jurisprudencia uniforme en relación con la ineficacia de los mecanismos 
judiciales de defensa que existen en el ordenamiento jurídico para solucionar las 
controversias que allí se suscitan, entre otras, las Sentencias SU-037 de 2009 y T-764 de 
2010, las Sentencias T-106 de 1993, SU-544 de 2001, T-514 de 2003, SU-037 de 2009, T-
715 de 2009 y T-715 de 2009. Éstos no permiten una pronta y actual protección de los 
derechos fundamentales en discusión, en la medida en que cuando se produzca la decisión 
ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, ya no será posible reivindicar dichas 
garantías.  

En la Sentencia T-315 de 19985 , la Corte hizo claridad sobre el punto al sostener que: 
“…en principio, la acción de tutela no procede para controvertir actos administrativos que 
reglamentan o ejecutan un proceso de concurso de méritos, Sin embargo, posteriormente 
la jurisprudencia constitucional encontró que existen, al menos, dos excepciones a la regla 
antes planteada. En primer lugar, se trata de aquellos casos en los que la persona afectada 
no tiene un mecanismo distinto de la acción de tutela, para defender eficazmente sus 
derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los 
vulneran o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional. 

 En segundo lugar, procede la tutela cuando, por las circunstancias excepcionales del caso 
concreto, es posible afirmar que, de no producirse la orden de amparo, podrían resultar 
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irremediablemente afectados los derechos fundamentales de la persona que interpone la 
acción. Estos casos son más complejos que los que aparecen cobijados por la excepción 
anterior, pues en ellos existen cuestiones legales o reglamentarias que, en principio, deben 
ser definidas por el juez contencioso administrativo pero que, dadas las circunstancias 
concretas y la inminente consumación de un daño iusfundamental deben ser, al menos 
transitoriamente, resueltas por el juez constitucional.” Así las cosas, la acción constitucional 
se erige como el único mecanismo que haría posible una protección eficiente de los 
derechos fundamentales que aquí se invocan, razón por la cual el amparo impetrado por la 
demandante requiere un pronunciamiento de fondo en  presente acción. 

 

LA CARRERA ADMINISTRATIVA COMO REGLA GENERAL. ACCESO MEDIANTE 
CONCURSO PÚBLICO DE MÉRITOS 

El artículo 125 de la Constitución Política, establece que, “los empleos en los órganos y 
entidades del Estado son de carrera. Se exceptúan los de elección popular, los de libre 
nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que determine la ley. 

Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la 
Constitución o la ley serán nombrados por concurso público. El ingreso a los cargos de 
carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento de los requisitos y 
condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los aspirantes (…)” 
Fue así como el Constituyente consagró la regla general conforme a la cual los empleos de 
los órganos y entidades del Estado son de carrera administrativa. Precepto que solo permite 
las excepciones claramente señaladas en el mismo texto fundamental. En efecto, en el 
inciso primero de la mencionada norma, se excluyen del régimen general de carrera los 
empleos de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de los trabajadores 
oficiales y los demás que determine la ley. En punto a la facultad atribuida al legislador para 
fijar qué otros empleos, además de los señalados, se gobiernan por un sistema diferente al 
de carrera administrativa, la Corte ha destacado que su interpretación es de carácter 
restrictivo. Ello significa que no es posible que por esa vía, la carrera administrativa se 
convierta en la excepción que modifique o tergiverse el orden constitucional. 

En consonancia con lo dicho, el artículo 125 superior establece que, de existir empleos cuyo 
sistema de provisión no haya sido previsto por la Constitución o definido por la ley en forma 
razonable y justificada, se presume que éstos son de carrera.   

En síntesis, el Honorable Tribunal al interpretar el alcance de los mandatos superiores que 
inspiran a la carrera administrativa, ha señalado, no en pocos pronunciamientos, que el 
régimen de carrera se funda única y exclusivamente en el mérito, y en las calidades del 
servidor público. Precisamente, el inciso 3° del citado artículo dispone que “el ingreso a los 
cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento de los 
requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los 
aspirantes”. Desde esa óptica, el Constituyente quiso que el mérito se materializara a través 
del concurso público, pues aquél, precisamente, se erige como el mecanismo más 
pertinente para determinar no solo el mérito sino también las calidades del funcionario. Con 
ello se pretende evitar que sean otros los criterios que constituyan los factores 
determinantes para el ingreso, la permanencia y el ascenso en la carrera administrativa. 
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En últimas se pretende que quienes accedan a los puestos del Estado sean servidores con 
experiencia, conocimiento, y dedicación, de manera que se garantice la efectividad del 
Estado en el cumplimiento de sus funciones, buscando la excelencia. En este sentido, el 
concurso público se ha entendido como el instrumento dirigido a garantizar la selección 
objetiva del funcionario que ejercerá la función pública, basado en la evaluación y 
determinación de la capacidad e idoneidad del aspirante para cumplir las funciones propias 
del cargo a desempeñar y así evitar que la subjetividad o arbitrariedad del nominador, 
generen situaciones manifiestamente discriminatorias y contrarias a los principios y valores 
constitucionales, al favorecer criterios disímiles como la filiación política, el origen nacional 
o familiar y el sexo, entre otros. Sobre el particular, la Corte ha afirmado que, el concurso 
es el mecanismo considerado idóneo para que el Estado, dentro de criterios de 
imparcialidad y objetividad, mida el mérito, las capacidades, la preparación y las aptitudes 
generales y específicas de los distintos aspirantes a un cargo, con el fin de escoger entre 
ellos al que mejor pueda desempeñarlo, apartándose en esa función de consideraciones 
subjetivas, de preferencias o animadversiones y de toda influencia política, económica o de 
otra índole. Ahora bien, en tratándose de la implementación y el desarrollo de los concursos 
públicos, debe señalarse que es una labor confiada a la Comisión Nacional del Servicio 
Civil, órgano que por disposición del artículo 130 de la Constitución Política, es el 
“responsable de la administración y vigilancia de las carreras de los servidores públicos, 
excepción hecha de las que tengan carácter especial”.  

 

LA AUTORIZACIÓN DEL USO DE LISTAS DE ELEGIBLES COMO PARTE DEL 
RÉGIMEN PARA LA PROVISIÓN DE LOS EMPLEOS DE CARRERA ADMINISTRATIVA 

De forma pacífica, la Corte ha señalado que conforme al artículo 86 de la Carta Política, la 
acción de tutela es un medio de protección de carácter residual y subsidiario, al que se puede 
recurrir ante la vulneración o amenaza de derechos fundamentales cuando no exista otro 
medio idóneo de defensa de los derechos invocados o cuando existiendo se requiera acudir 
al amparo constitucional como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
  
Por consiguiente, si hubiere otras instancias judiciales que resultaren eficaces y expeditas 
para alcanzar la protección que se reclama, el interesado debe acudir a ellas, antes de 
pretender el amparo por vía de tutela. Es decir, la subsidiariedad implica agotar previamente 
los medios de defensa legalmente disponibles al efecto, pues el amparo no puede desplazar 
los mecanismos de defensa previstos en la correspondiente regulación común. 
  
De esta manera, en relación con los concursos de méritos para acceder a cargos de carrera, 
en numerosos pronunciamientos esta Corporación ha reivindicado la pertinencia de la acción 
de tutela pese a la existencia de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativa, que no ofrece la suficiente solidez para proteger 
en toda su dimensión los derechos a la igualdad, al trabajo, al debido proceso y al acceso a 
los cargos públicos. 
  
En este sentido, esta Corporación en sentencia T-315 de 1998, señaló: 
  

“La Corte ha indicado que, en principio, la acción de tutela no procede para 
controvertir actos administrativos que reglamentan o ejecutan un proceso de 
concurso de méritos. Sin embargo, posteriormente la jurisprudencia 
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constitucional encontró que existen, al menos, dos excepciones a la regla antes 
planteada. En primer lugar, se trata de aquellos casos en los que la persona 
afectada no tiene mecanismo distinto de la acción de tutela, para defender 
eficazmente sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos 
administrativos que los vulneran o porque la cuestión debatida es 
eminentemente constitucional. En segundo lugar, procede la tutela cuando, por 
las circunstancias excepcionales del caso concreto, es posible afirmar que, de 
no producirse la orden de amparo, podrían resultar irremediablemente 
afectados los derechos fundamentales de la persona que interpone la acción. 
Estos casos son más complejos que los que aparecen cobijados por la 
excepción anterior, pues en ellos existen cuestiones legales o reglamentarias 
que, en principio, deben ser definidas por el juez contencioso administrativo 
pero que, dadas las circunstancias concretas y la inminente consumación de 
un  daño iusfundamental deben ser, al menos transitoriamente, resueltas por el 
juez constitucional.” 

  
De igual forma, en la sentencia SU-133 del 2 de abril de 1998, la Corte indicó que en algunas 
ocasiones los medios ordinarios no resultan idóneos para lograr la protección de los derechos 
de las personas que han participado en concursos para acceder a cargos de carrera. Afirmó 
la referida providencia: 
  

“Así las cosas, esta Corporación ha considerado que la vulneración de los 
derechos a la igualdad, al trabajo y debido proceso, de la cual son víctimas las 
personas acreedoras a un nombramiento en un cargo de carrera cuando no 
son designadas pese al hecho de haber obtenido el primer lugar en el 
correspondiente concurso, no encuentran solución efectiva ni oportuna en un 
proceso ordinario que supone unos trámites más dispendiosos y demorados 
que los de la acción de tutela y por lo mismo dilatan y mantienen en el tiempo 
la violación de un derecho fundamental que requiere protección inmediata.” 

  
En el mismo sentido, la Sentencia T-425 del 26 de abril 2001  se pronunció en los siguientes 
términos: 
  

“En un sinnúmero de ocasiones esta colegiatura ha sostenido que procede la 
tutela para enervar los actos de las autoridades públicas cuando desconocen 
los mecanismos de selección establecidos en los concursos públicos. En 
efecto: la vulneración de los derechos a la igualdad, al trabajo y debido proceso, 
de la cual son víctimas las personas acreedoras a un nombramiento en un 
cargo de carrera cuando no son designadas pese al hecho de haber obtenido 
el primer lugar en el correspondiente concurso, no encuentran solución efectiva 
ni oportuna en un proceso ordinario que supone unos trámites más 
dispendiosos y demorados que los de la acción de tutela y por lo mismo 
dilatan  y mantienen en el tiempo la violación de un derecho fundamental que 
requiere protección inmediata. 

  
En la Sentencia SU-613 del 6 de agosto de 2002, la Corte reiteró esta posición: 
  

“… existe una clara línea jurisprudencial según la cual la acción de tutela es el 
mecanismo idóneo para controvertir la negativa a proveer cargos de carrera en 
la administración judicial de conformidad con los resultados de los concursos 
de méritos, pues con ello se garantizan no sólo los derechos a la igualdad, al 
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debido proceso y al trabajo, sino también el acceso a los cargos públicos, y se 
asegura la correcta aplicación del artículo 125 de la Constitución. Por lo mismo, 
al no existir motivos fundados para variar esa línea, la Sala considera que debe 
mantener su posición y proceder al análisis material del caso. Obrar en sentido 
contrario podría significar la violación a la igualdad del actor, quien a pesar de 
haber actuado de buena fe y según la jurisprudencia constitucional, ante un 
cambio repentino de ella se vería incluso imposibilitado para acudir a los 
mecanismos ordinarios en defensa de sus derechos.” 

  
En los mismos términos, en la Sentencia SU-913 de 2009, la Corte Constitucional concluyó 
que si bien, pueden existir otros mecanismos judiciales, estos deben ser eficaces y 
conducentes para tener la entidad de excluir al mecanismo de tutela en la protección de 
derechos en materia de concurso de méritos. De lo contrario, esto es, acudir a un proceso 
ordinario o contencioso administrativo, se estaría obligando a soportar la vulneración de 
derechos  que requieren atención inmediata. 
  
Al hilo de lo expuesto, se concluye que según la jurisprudencia de esta Corporación, la acción 
de tutela es el instrumento judicial eficaz e idóneo con el que cuenta una persona para 
controvertir asuntos referentes a la provisión de cargos de carrera de conformidad con los 
resultados publicados en las listas de elegibles por los concursos de mérito, por cuanto, como 
se verá en el siguiente acápite, se pretenden garantizar no solo los derechos a la igualdad y 
al debido proceso, sino además la debida aplicación del artículo 125 de la Constitución 
Política. 
  
La Corte Constitucional en numerosas oportunidades ha sentado jurisprudencia en el sentido 
de que “las listas de elegibles que se conforman a partir de los puntajes asignados con ocasión 
de haber superado con éxito las diferentes etapas del concurso, son inmodificables una vez 
han sido publicadas y se encuentran en firme”. Igualmente se ha establecido de manera 
pacífica que las bases del concurso se convierten en reglas particulares que obligan tanto a 
los participantes como a la entidad convocante razón por la cual deben ser respetadas y 
resultan inmodificables. De lo contario, esto es, cambiar  las reglas que han generado 
confianza legítima en quienes participan, conduciría a la ruptura del principio de la buena fe y 
atentaría contra la igualdad, la moralidad, la eficacia y la imparcialidad, todos 
ellos  principios  que ineludiblemente rigen la actividad administrativa. 
  
En este sentido, la Corte se ha pronunciado en los siguientes términos: 
  

 3.4.    La convocatoria es, entonces, “la norma reguladora de todo concurso y 
obliga tanto a la administración, como a las entidades contratadas para la 
realización del concurso y a los participantes”, y como tal impone las reglas de 
obligatoria observancia para todos. En ella la administración impone los 
parámetros que guiarán el proceso y los participantes, en ejercicio del principio 
de la buena fe y la confianza legítima, esperan su observancia y cumplimiento. 
La Corte Constitucional, sobre este particular, ha considerado que el Estado 
debe respetar y observar todas y cada una de las reglas y condiciones que se 
imponen en las convocatorias, porque su desconocimiento se convertiría en 
una trasgresión de principios axiales de nuestro ordenamiento constitucional, 
entre otros, la transparencia, la publicidad, la imparcialidad, así como el respeto 
por las legítimas expectativas de los concursantes. En consecuencia, las 
normas de la convocatoria sirven de autovinculación  y autocontrol porque la 
administración debe “respetarlas y que su actividad, en cuanto a la selección 
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de los aspirantes que califiquen para acceder al empleo o empleos 
correspondientes, se encuentra previamente regulada.” 
  
(…) 
  
En ese contexto, es indiscutible que las pautas del concurso son inmodificables 
y, en consecuencia, a la administración no le es dado hacer variaciones por 
cuanto se afectarían  principios básicos de nuestra organización, como 
derechos fundamentales de los asociados en general y de los participantes en 
particular.”  (Subrayado fuera de texto).   

  
Por otra parte, dentro de las convocatorias y como pauta del concurso, es posible que por 
parte del legislador o de la misma entidad convocante, se permita hacer uso del registro de 
elegibles para proveer cargos diversos a los que fueron ofertados cuando sean de la misma 
naturaleza, perfil y denominación de aquellos. Así lo ha entendido esta corporación en 
distintos fallos. 
  
El primero de ellos se presentó en el marco del estudio de constitucionalidad del artículo 145 
de la Ley 201 de 1995, una norma especial que el legislador, en ejercicio de su libertad de 
configuración, creó para la Defensoría del Pueblo, en el que establecía la posibilidad de utilizar 
la lista de elegibles para proveer vacantes de grado igual o inferior, correspondientes a la 
misma denominación. En esta oportunidad, la Corte resolvió declarar exequible la norma 
demandada entendiendo que una interpretación conforme con la Constitución apuntaba a que 
cuando se tratara de proveer una vacante de grado igual, que tuviera la misma denominación, 
el uso de la lista de elegibles es un deber y no una facultad del nominador.  
  
En otra oportunidad, la Sentencia de unificación 446 de 2011 concluyó que la Fiscalía General 
de la Nación estaba obligada a proveer única y exclusivamente el número de cargos ofertados 
en cada una de las convocatorias realizadas, puesto que por un lado, la cantidad de empleos 
a proveer con el concurso era una regla específica que no se podía inobservar y, por otro 
lado, ni el legislador ni la entidad previeron expresamente que el registro de elegibles podría 
ser utilizado para ocupar empleos por fuera del número de los convocados. Sin embargo 
aclaró que  dicha sentencia en nada contradecía a la sentencia C-319 de 2010, ya que 
reconocía el deber de la administración de hacer uso del registro de elegibles cuando existan 
vacantes de la misma identidad de los cargos convocados, pero en el caso concreto que se 
estudiaba el legislador no había consagrado una norma similar por lo que los supuestos de 
hecho no eran los mismos. En el mismo sentido la Corte añadió: 
  

“Lo anterior significa que es potestad del legislador señalar en la ley general de 
carrera o en las leyes de carrera especial que con el registro de elegibles se 
pueden proveer cargos diversos a los que fueron ofertados cuando sean de la 
misma naturaleza, perfil y denominación de aquellos. Facultad que también 
puede ostentar la entidad convocante, quien en las reglas que regirán el 
concurso puede señalar expresamente que la lista que se configure servirá 
para proveer las vacantes que se lleguen a presentar en vigencia de la lista 
para empleos de la misma naturaleza y perfil. La introducción de este criterio 
es una pauta de obligatoria observancia para la administración, que le permitirá, 
en el término de vigencia del registro de elegibles que se llegue a conformar, 
proveer las vacantes que se lleguen a presentar, por cuanto expresamente 
habilitó el uso de ese acto administrativo para tal efecto.” (Subrayado fuera de 
texto) 
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Una vez determinado en este apartado, conforme a lo que se ha expuesto, la obligación de 
respetar las pautas de la convocatoria y de su carácter vinculante e inmodificable así como el 
deber de hacer uso de la lista de elegibles para proveer una vacante de grado igual con la 
misma denominación cuando así lo contempla la convocatoria. 
 

 
NORMAS DE CARRERA ADMINISTRATIVA APLICABLES AL CASO CONCRETO 

 
La Corte ha expresado en distintas oportunidades que la carrera administrativa cuyo origen 
constitucional se encuentra en el artículo 125 de la Carta política, es un sistema técnico de 
administración de personal que tiene por objeto garantizar la eficiencia de la administración 
pública y ofrecer estabilidad e igualdad de oportunidades para el acceso y el ascenso al 
servicio público. En este sentido, la carrera administrativa funge, entonces, como un principio 
y una garantía constitucional. 
  
En desarrollo de este principio se han adoptado diferentes regulaciones que para el caso 
concreto se traducen en primer lugar en la Ley 909 de 2004 "por la cual se expiden normas 
que regulan el empleo público, la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras 
disposiciones". De conformidad con lo preceptuado en el artículo 11, literal e) de dicha 
normatividad la CNSC debe conformar, organizar y manejar el Banco Nacional de Listas de 
Elegibles; el Banco de Datos de ex empleados con derechos de carrera cuyos cargos hayan 
sido suprimidos y que hubieren optado por ser incorporados y, el Banco de Datos de 
empleados de carrera desplazados por razones de violencia. 
 
La misma norma en el literal f) contempla también dentro de las funciones de administración 
de la Comisión Nacional del Servicio Civil la de: "f) Remitir a las entidades, de oficio o a 
solicitud de los respectivos nominadores, las listas de personas con las cuales se deben 
proveer los empleos de carrera administrativa que se encuentren vacantes definitivamente, 
de conformidad con la información que repose en los Bancos de Datos a que se refiere el 
literal anterior." 
  
Por su parte, el Decreto 1227 de 2005 (abril 21), en su el artículo 7° establecía, antes de su 
reforma por el Decreto 1894 de 2012, la forma en que debía hacerse la provisión definitiva de 
los empleos de carrera: 
  

"7.1. Con la persona que al momento de su retiro ostentaba derechos de 
carrera y cuyo reintegro haya sido ordenado por autoridad judicial. 
  
7.2. Por traslado del empleado con derechos de carrera que demuestre su 
condición de desplazado por razones de violencia en los términos de la Ley 387 
de 1997, una vez impartida la orden por la Comisión Nacional del Servicio Civil. 
  
7.3. Con la persona de carrera administrativa a la cual se le haya suprimido el 
cargo y que hubiere optado por el derecho preferencial a ser reincorporado a 
empleos iguales o equivalentes, conforme con las reglas establecidas en el 
presente decreto y de acuerdo con lo ordenado por la Comisión Nacional del 
Servicio Civil. 
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7.4. Con la persona que al momento en que deba producirse el nombramiento 
ocupe el primer puesto en lista de elegibles vigente para el cargo y para la 
entidad respectiva. 
  
7.5. Con la persona que al momento en que deba producirse el nombramiento 
ocupe el primer puesto en lista de elegibles vigente, resultado de un concurso 
general. (subrayado fuera de texto) 
  
7.6. Con la persona que haga parte del Banco de Lista de Elegibles, de acuerdo 
con el reglamento que establezca la Comisión Nacional del Servicio 
Civil. (subrayado fuera de texto) 
  
Si agotadas las anteriores opciones no fuere posible la provisión del empleo 
deberá realizarse proceso de selección específico para la respectiva entidad." 

  
Ahora bien, el artículo 8 del mismo Decreto 1227 de 2005 indica que “Mientras se surte el 
proceso de selección convocado para la provisión de los empleos, estos podrán ser provistos 
mediante encargo a empleados de carrera.”. A su vez el parágrafo transitorio del citado 
artículo señala que La CNSC podrá autorizar encargos o nombramientos provisionales, sin 
previa convocatoria a concurso, cuando el jefe de la entidad lo justifique con base en razones 
de reestructuración, fusión, transformación o liquidación de la entidad o por estricta necesidad 
del servicio. En estos casos el término de duración del encargo o del nombramiento provisional 
no podrá exceder de 6 meses, plazo dentro del cual se deberá convocar el empleo a concurso. 
 
Sin embargo, la misma norma prevé que “el nombramiento provisional procederá de manera 
excepcional cuando no haya personal que cumpla con los requisitos para ser encargado y no 
haya lista de elegibles vigente que pueda ser utilizada”.  
  
Por su parte, el artículo 33 antes de ser modificado por el Decreto 1894 de 2012, establecía 
el deber de “utilizar las listas de elegibles en estricto orden descendente para proveer las 
vacantes que se presenten en el mismo empleo, en empleos equivalentes o de inferior 
jerarquía, ubicados dentro del mismo nivel.”  (Subrayado fuera de texto). 
  
En desarrollo de esta reglamentación, se expidió Acuerdo 159 de 2011 (Mayo 10), de la CNSC 
“Por el cual se reglamenta la conformación, organización y uso de las Listas de Elegibles y 
del Banco Nacional de Listas de Elegibles para las entidades del Sistema General de Carrera 
Administrativa, a las que aplica la Ley 909 de 2004”. En este Acuerdo se hace referencia en 
el capítulo I del Título II a la conformación y uso de las listas de elegibles. Concretamente el 
artículo 11 preceptúa: 
  

“Artículo 11. Uso de una lista de elegibles. Cuando una entidad requiera y 
solicite la provisión de una vacante y la CNSC verifique que dicho empleo 
cuenta con una lista de elegibles vigente, producto de la Convocatoria, la CNSC 
autorizará su uso y realizará el cobro respectivo, si a ello hubiere lugar, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 del presente Acuerdo.” 

  
En cuanto al Banco Nacional de Listas de Elegibles, el citado acuerdo, en el artículo 20, indica 
que se conforma de: 
  
1. Listas de elegibles de la entidad: son las listas de elegibles conformadas dentro del proceso 
de selección, para la provisión de empleos de carrera de una entidad en particular. 
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2. Listas generales de elegibles: Se trata de la agrupación de las listas de elegibles en firme 
y vigentes, conformadas dentro de la convocatoria para los empleos objeto del concurso, 
organizadas en orden de mérito y acorde a los parámetros establecidos en cada convocatoria. 
 
Para el uso del Banco Nacional de Listas de Elegibles, preceptúa el artículo 22 ídem: 
  

“Artículo 22. Uso de listas de elegibles de la entidad. Cuando una entidad 
requiera la provisión de una vacante y la Comisión Nacional del Servicio Civil 
verifique que se agotó el quinto orden de provisión establecido en el artículo 7° 
del Decreto 1227 de 2005, la CNSC, aplicando la definición de empleo 
equivalente establecida en el numeral 8°, artículo 3° del presente Acuerdo, 
autorizará su uso y realizará el cobro respectivo, si a ello hubiere lugar.” 

 
Para la provisión de vacantes definitivas, la CNSC debe verificar si dentro de las listas de 
elegibles conformadas para la entidad solicitante existe alguna conformada para empleos 
iguales o equivalentes. En caso de que existan listas de elegibles para empleos equivalentes 
en la misma entidad, la CNSC utiliza dicha lista en estricto orden de mérito; en caso contrario, 
aprueba el uso de las listas generales de elegibles, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 23 ídem: 

 
"Artículo 23. Uso de listas generales de elegibles. Cuando una entidad requiera 
la provisión de una vacante y la CNSC verifique que con la aplicación del criterio 
establecido en el artículo anterior no fue posible realizarla, se procederá al uso 
de las listas generales de elegibles, a través del mecanismo de postulaciones. 
  
Parágrafo. El uso de listas generales de elegibles se realizará de manera 
exclusiva por el mecanismo de postulaciones, salvo que pueda proveerse con 
algunos de los numerales que anteceden en el orden de provisión establecido 
por el artículo 7° del Decreto 1227 de 2005" 

  
El mecanismo de postulación al que hace referencia la norma, se utiliza para el uso de las 
listas generales que conforman el Banco Nacional de Listas de Elegibles, el cual permite a un 
elegible manifestar su interés de ser nombrado en un empleo diferente al que concursó. 
  
En resumen, en virtud de la normativa analizada, para determinar la utilización de la lista de 
elegibles por empleo de la entidad solicitante o del Banco Nacional de Listas de Elegibles, por 
parte de la CNSC, para una entidad que reporte una vacancia definitiva, es necesario que el 
empleo que requiere de provisión sea equivalente al empleo que cuenta con lista de elegibles, 
y que el elegible cumpla con los requisitos del empleo a proveer; situación que certificará la 
CNSC, a través del Estudio Técnico de equivalencias. 
 
Igualmente, partiendo de un análisis de las normas administrativas reguladoras de la 
convocatoria, en conjunto con la jurisprudencia que se ha desarrollado a partir de la 
Sentencia  C-319 de 2010, la solicitud de la autorización del uso de listas de elegibles deriva 
en una obligación para la entidad respectiva, y no en una mera facultad, ya que en aras de 
garantizar la prevalencia de los méritos como forma de proveer cargos de carrera 
administrativa, la entidad nominadora se encuentra abocada a  elevar tal solicitud y será la 
CNSC quien conforme a las normas de la convocatoria a partir del estudio técnico que 
adelante establezca la equivalencia para proveer el empleo. 
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Ahora bien, es oportuno señalar que en el año 2012 se expidió el Decreto 1894 que modificó 
la normativa reseñada en cuanto eliminó los órdenes de provisión contenidos en los 
numerales 7.5 y 7.6 del artículo 7 del Decreto 1227 de 2005. Igualmente modificó el artículo 
33 de dicho decreto  eliminando la posibilidad de que la respectiva entidad utilizara las listas 
de elegibles para proveer vacantes en el mismo empleo o en empleos equivalentes. Sin 
embargo, el ámbito de aplicación de la nueva norma debe seguir la consideración general de 
que las pautas de la convocatoria son inmodificables, obligando a la entidad convocante y a 
quienes participan sin que puedan verse variadas porque de lo contrario esto conduciría a 
vulnerar la confianza legítima y el principio de buena fe. 

 

PETICIÓN 

Con apoyo en todo cuanto se ha dejado dicho, sirva, Señor Juez, acceder a las siguientes 
peticiones: 
 
Primera-. TUTELAR los derechos fundamentales constitucionales al DEBIDO 
PROCESO, TRABAJO, IGUALDAD Y ACCESO A CARGOS PÚBLICOS dentro del 
concurso de méritos realizado mediante la Convocatoria 436 de 2017 – Servicio Nacional 
de Aprendizaje SENA, vulnerados en las circunstancias de modo, tiempo y lugar que se 
dejaron descritas en esta acción. 

Segunda-. ORDENAR. a la Comisión Nacional del Servicio Civil y/o al Servicio Nacional 
de Aprendizaje SENA, que agote las personas que hacemos parte de la lista de elegibles 
(Resolución N° 20182120139695.), para  ocupar  los  cargos  vacantes  definitivos de 
conformidad  con el Criterio Unificado sobre “Listas de elegibles en el contexto de la Ley 
1960 del 27 de junio de 2019” aprobado en Sesión del día 16 de enero de 2020. 

Tercero-. ORDENAR. a la Comisión Nacional del Servicio Civil  y/o al Servicio Nacional 
de Aprendizaje SENA, que de manera conjunta efectúen el estudio de equivalencia de los 
empleos vacantes no convocados, en el territorio nacional, respecto al empleo OPEC 
60375, al cual concurse. 

Cuarto-. Cumplido lo anterior, ORDENAR a la Comisión Nacional del Servicio Civil  y/o 
al Servicio Nacional de Aprendizaje SENA, deberán efectuar la consolidación de una lista 
de elegibles para ocupar los empleos vacantes no convocados que tengan equivalencia 
con el empleo OPEC 60375, tal como lo dispone la ley 1960 del 27 de junio de 2019 (Articulo 
6). 

  COMPETENCIA  

Es usted señor Juez competente para conocer de la presente Acción Constitucional, por la 
naturaleza constitucional del asunto y por tener jurisdicción en el lugar donde ocurren la 
vulneración de los derechos fundamentales invocados, conforme el artículo 3 del Decreto 
2591 de 1991. 

JURAMENTO 

Bajo la gravedad de juramento me  permito  manifestarle que  por los  mismos  hechos  y  
derechos  no  he  presentado petición similar ante  ninguna  autoridad  judicial. 
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PRUEBAS QUE OBRAN EN EL EXPEDIENTE 

Las pruebas relevantes aportadas al trámite de tutela, todas de origen documental, son las 
siguientes:  

1) Copia de la cédula de ciudadanía 

2) Resolución N° 20182120139695 “por la cual se conforma y adopta la Lista de Elegibles 
para proveer una vacante del empleo identificado con el código OPEC No. 60375, 
denominado Profesional, Grado 8, del Sistema General de Carrera Administrativa de la 
planta de personal del Servicio Nacional de Aprendizaje SENA. 

3) Criterio Unificado sobre “Listas de elegibles en el contexto de la Ley 1960 del 27 de junio 
de 2019” aprobado en Sesión del día 16 de enero de 2020 de la CNSC. 

4) Sentencia de Segunda Instancia No. 05 001 33 33 031 2020 00152 01 del H. Tribunal 
Administrativo de Antioquia del H. Magistrado Ponente el Dr. Daniel Montero Betancur del 
15 de septiembre de 2020. 

5) Demás documentos pertinentes 

NOTIFICACIONES 

Recibiré notificaciones en la siguiente dirección CALLE 50 # 15-45 APTO 202 BOGOTA 

Teléfono celular: 3134210605 

Correo electrónico: jorilo02@yahoo.com 

La parte accionada: 

COMISIÓN  NACIONAL  DEL  SERVICO CIVIL carrera 16 N° 96 -64 PISO 7  FAX 
3259713 atencionalciudadano@cncs.gov.co 

SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE “SENA” 

 

JOSE RICARDO LOPEZ CARO 

CC 5872905 
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CRITERIO UNIFICADO 
“USO DE LISTAS DE ELEGIBLES PARA EMPLEOS EQUIVALENTES” 

 
Fecha de sesión: 22 de septiembre de 2020. 
 
La Sala Plena de Ia CNSC, en sesión del 22 de septiembre de 2020, aprobó el Criterio 
Unificado USO DE LISTAS DE ELEGIBLES PARA EMPLEOS EQUIVALENTES. 
 

I. MARCO JURÍDICO 
 
 Ley 909 de 2004  

 Ley 1960 de 2019 

 Decreto 815 de 2018 
 
Sobre el particular, es pertinente trascribir lo contemplado en el artículo 31 de la Ley 909 
de 2004, modificado por el artículo 6 de la Ley 1960 de 2019, que determina:  

 
“ARTÍCULO 31. El proceso de selección comprende: 
1. (…) 
2 (…) 
3 (…) 
4 Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o la entidad 
contratada por delegación de aquella elaborará en estricto orden de mérito la lista de 
elegibles que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto orden de 
méritos se cubrirán las vacantes para las cuales se efectuó el concurso y las vacantes 
definitivas de cargos equivalentes no convocados, que surjan con posterioridad a la 
convocatoria de concurso en la misma Entidad.” 

 
II. PROBLEMA JURÍDICO PLANTEADO 

 
¿Cómo determinar si un empleo es equivalente a otro para efectos del uso de listas de 
elegibles en la misma entidad? 
 

III. RESPUESTA 
 
En cumplimiento del artículo 6 de la Ley 1960 de 2019, las listas de elegibles producto de 
un proceso de selección se usarán para proveer vacantes definitivas de los “mismos 
empleos” o “empleos equivalentes”, en los casos previstos en la Ley1 
 
Para efecto del uso de listas se define a continuación los conceptos de “mismo empleo” y 
“empleo equivalente”: 
 
 MISMO EMPLEO. 
 
Se entenderá por “mismos empleos”, los empleos con igual denominación, código, grado, 
asignación básica mensual, propósito, funciones, mismos requisitos de estudio y 

                                                           
1 Vacantes generadas por modificación de planta, o por las causales del artículo 41 de la Ley 909 de 2004. 
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experiencia reportados en la OPEC, ubicación geográfica y mismo grupo de aspirantes2; 
criterios con los que en el proceso de selección se identifica el empleo con un número de 
OPEC.  
 
 EMPLEO EQUIVALENTE. 
 
Se entenderá por empleos equivalentes aquellos que pertenezcan al mismo nivel 
jerárquico, tengan grado salarial igual, posean el mismo requisito de experiencia, sean 
iguales o similares en cuanto al propósito principal o funciones, requisitos de estudios y 
competencias comportamentales y mismo grupo de referencia3 de los empleos de las listas 
de elegibles. 
 
Para analizar si un empleo es equivalente a otro, se deberá: 
 
PRIMERO: Revisar las listas de elegibles vigentes en la entidad para determinar si existen 
empleos del mismo nivel jerárquico y grado del empleo a proveer. 
 
NOTA: Para el análisis de empleo de nivel asistencial se podrán tener en cuenta empleos 
de diferente denominación que correspondan a la nomenclatura general de empleos, con 
el mismo grado del empleo a proveer. Por ejemplo, el empleo con denominación Secretario 
Código 4178 Grado 14 y el empleo con denominación Auxiliar Administrativo Código 4044 
Grado 14. 
 
SEGUNDO: Identificar qué empleos de las listas de elegibles poseen los mismos o 
similares requisitos de estudios del empleo a proveer.  
 
Para el análisis, según corresponda, se deberá verificar: 
 
a. Que la formación exigida de educación primaria, secundaria o media (en cualquier 

modalidad) en la ficha del empleo de la lista de elegibles corresponda a la contemplada 
en la ficha del empleo a proveer. 

b. Que para los cursos exigidos en la ficha del empleo de la lista de elegibles la temática 
o el área de desempeño sea igual o similar a la contemplada en la ficha del empleo a 
proveer y la intensidad horaria sea igual o superior. 

c. Que la disciplina o disciplinas exigidas en la ficha del empleo de la lista de elegibles 
estén contempladas en la ficha del empleo a proveer.  

d. Que el NBC o los NBC de la ficha del empleo de la lista de elegibles este contemplado 
en la ficha del empleo a proveer.  

e. Que la disciplina o disciplinas de la ficha del empleo de la lista de elegibles pertenezca 
al NBC o los NBC de la ficha del empleo a proveer. 

 
NOTA: Cuando el requisito de estudios incluya título de pregrado o aprobación de años de 
educación superior, según corresponda, se deberá seleccionar las listas de elegibles con 
empleos cuyos requisitos de estudios contienen al menos una disciplina o núcleo básico 
del conocimiento de los requisitos de estudio del empleo a proveer. 
 
TERCERO: Verificar si los empleos de las listas de elegibles anteriormente seleccionados 
poseen los mismos requisitos de experiencia del empleo a proveer, en términos de tipo y 
tiempo de experiencia. 
 

                                                           
2 Mismo Grupo de Aspirantes: Grupo de aspirantes a quienes se les evalúa las mismas competencias (mismo cuadernillo); y 
a quienes se les califica con los mismos parámetros estadísticos y el mismo ponderado (mismo sistema de calificación). 
3 Mismo Grupo de Referencia o Normativo: Grupo al que se aplica el mismo cuadernillo y se califica agrupado. Por lo tanto, 
es un agregado estadístico que será empleado para obtener la calificación estandarizada (usualmente basada en el cálculo 
de la media y desviación típica). 
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En caso de que los requisitos del empleo incluyan equivalencias entre estudios y 
experiencia, el estudio se podrá efectuar sobre la equivalencia aplicada establecida en el 
Manual Especifico de Funciones y Competencias Laborales. 
 
CUARTO: Con los empleos seleccionados anteriormente, se deberá identificar los 
elementos que determinan la razón de ser de cada uno de los empleos, el propósito 
principal y las funciones esenciales, esto es las que se relacionan directamente con el 
propósito. 
 
Una vez seleccionados los elementos anteriormente descritos, se deberá revisar que la 
acción de al menos una (1) de las funciones o del propósito principal del empleo de la lista 
de elegibles contemple la misma acción de alguna de las funciones o del propósito del 
empleo a proveer. 
 
Entendiéndose por “acción” la que comprende el verbo y el aspecto o aspectos sobre el 
que recae este, sin que esto implique exigir experiencia específica, la cual se encuentra 
proscrita en el ordenamiento jurídico colombiano. Por ejemplo, las funciones “proyectar 
actos administrativos en temas de demandas laborales” y “proyectar actos administrativos 
en carrera administrativa” contemplan la misma “acción” que es proyectar actos 
administrativos y por lo tanto, los dos empleos poseen funciones similares. 
 
QUINTO: Verificar qué empleos a analizar poseen iguales o similares requisitos en cuanto 
a competencias comportamentales para lo cual se deberá verificar que al menos una (1) 
competencia comportamental común del empleo de la lista de elegibles coincida con 
alguna de las competencias comunes del empleo a proveer y que al menos una (1) 
competencia comportamental por nivel jerárquico del empleo de la lista de elegibles 
coincida con alguna de las competencias por nivel jerárquico del empleo a proveer. 
 
Los empleos que hayan sido identificados como equivalentes en la planeación de los 
Procesos de Selección, se tratarán como un mismo grupo de referencia o grupo normativo. 
 
El presente Criterio Unificado fue aprobado en sesión de Sala Plena de Ia CNSC celebrada 
el día 22 de septiembre de 2020. 
 
 
 
 
 

FRÍDOLE BALLEN DUQUE 
Presidente 



 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE ANTIOQUIA 
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Magistrado Ponente: Daniel Montero Betancur 

 
Medellín, quince (15) de septiembre de dos mil veinte (2020).  

  
Radicado: 05001 33 33 031 2020 00152 01 acumulado con el proceso 05001 33 

33 031 2020 00054 01 
Accionante: Gustavo Adolfo Pineda Pineda y Wilson Bastos Delgado    
Accionado:  Servicio Nacional de Aprendizaje – SENA y Comisión Nacional del 

Servicio Civil - CNSC  
Naturaleza: Tutela 
Instancia: Segunda 
Asunto: Acción de tutela frente a acciones y omisiones de la 

administración en el marco de los concursos abiertos de méritos 
/ Banco Nacional de Listas de Elegibles / vigencia de la ley 1960 
de 2019. 

Sentencia: 47 
Decisión:  Revoca decisión / concede amparo  
Acta de Sala:   59 

 

La Sala procede a resolver la impugnación presentada por Gustavo Adolfo Pineda 

Pineda y Wilson Bastos Delgado contra la sentencia proferida el 18 de agosto de 2020 

por el Juzgado Treinta y Uno Administrativo de Medellín. 

 

ANTECEDENTES. 

 

1. De la acumulación de procesos en primera instancia. 

 

En auto de 10 de agosto de 2020, el juez de primera instancia  ordenó la acumulación 

de la acción de tutela promovida por Wilson Bastos Delgado contra el Servicio 

Nacional de Aprendizaje – SENA y la Comisión Nacional del Servicio Civil – CNSC, la 

cual se venía tramitando en el Juzgado Décimo Penal del Circuito con Función de 

Conocimiento de Bucaramanga, al proceso de la acción de tutela con radicado 

05001 33 33 031 2020 00152 00, la cual estaba en trámite en el Juzgado Treinta y Uno 

Administrativo del Circuito de Medellín.  
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2. Fundamentos fácticos.  

 

Gustavo Adolfo Pineda Pineda y Wilson Bastos Delgado, actuando en nombre 

propio, interpusieron acción de tutela sustentada en los siguientes hechos: 

 

2.1.- Mediante acuerdo 20171000000116, de 24 de julio de 2017, la Comisión Nacional 

del Servicio Civil (en adelante CNSC) convocó a proceso de selección las vacantes 

definitivas de la planta global de personal del Servicio Nacional de Aprendizaje (en 

adelante SENA) (convocatoria 436, de 2017). 

 

2.2.- Surtidas las etapas del concurso, se proveyeron todas las vacantes inicialmente 

convocadas en cada OPEC (Oferta Pública de Empleos de Carrera), incluidas todas 

las 76 listas o empleos en el cargo de Instructor en Gestión Administrativa.  

 

2.3.- Gustavo Adolfo Pineda Pineda obtuvo una calificación de 82,01 puntos, 

integrando la lista de elegibles vigente del empleo OPEC 58995 (ubicación 

geográfica – municipio de Medellín); no obstante, la única vacante de dicho cargo 

fue ocupada por la persona que tenía mejor derecho.  

 

2.4.- Wilson Bastos Delgado obtuvo una calificación de 81,72 puntos, integrando la 

lista de elegibles vigente del empleo OPEC 59953 (ubicación geográfica – municipio 

de Piedecuesta); no obstante, la única vacante de dicho cargo fue ocupada por la 

persona que tenía mejor derecho. 

 

2.5.- Gustavo Adolfo Pineda Pineda ocupa, en la actualidad, la primera posición en 

la lista de elegibles del departamento de Antioquia y a nivel nacional.  

 

2.6.- Wilson Bastos Delgado ocupa, en la actualidad, la primera posición en la lista de 

elegibles del departamento de Santander y la segunda a nivel nacional.  

 

2.7.- Que en la entidad existen 12 vacantes no ofertadas para proveerlas, conforme 

la ley 1960 de 2019, todas en el mismo empleo y área temática “instructor en gestión 

administrativa”, cargo para el cual concursaron los accionantes; no obstante, a 

pesar de sus altos puntajes (primero y segundo lugar a nivel nacional, en la 

actualidad), las entidades accionadas no les ofrecieron tales vacantes, pues, 

ninguna de ellas corresponde a la ubicación geográfica de los municipios en que 

concursaron (Medellín y Piedecuesta). 
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2.8.- Que la planta de personal del SENA es global, por su naturaleza de entidad del 

orden nacional y, según el manual específico de funciones y competencias, el 

empleo de instructor con código 3010 G 1 al 20, en “Instructor en Gestión 

Administrativa”, es uno sólo y el mismo para cualquier ubicación geográfica de los 

centros de formación.  

 

2.9.- Que en relación con las vacantes definitivas no convocadas que surgieron con 

posterioridad a la convocatoria de la cual hicieron parte los accionantes, la CNSC 

expidió, con base en la ley 1960 de 2019, un criterio unificado de 16 de enero de 2020 

y la circular externa 1, de 2020, en cuyos documentos establece que tales vacantes 

deben ser  para elegibles del “mismo empleo” que incluye la ubicación geográfica, 

representada en la entidad territorial del municipio de la OPEC donde quedó la 

vacante, lo que se convirtió en el factor determinante de provisión del empleo, 

reemplazándose el criterio de mérito.  

 

2.10.- Que en los departamentos de Antioquia y Santander existen vacantes 

disponibles, entre otras, en las ciudades de Itagüí, Rionegro y Málaga, en el área 

temática de “Instructor en Gestión Administrativa”.  

 

2.11.- Que en la ciudad de Armenia (Quindío) existe una vacante definitiva en 

gestión administrativa que no tiene “elegibles”, con lo cual, las vacantes definitivas 

no convocadas serían 13, distribuidas así: 11 vacantes con listas de elegibles en cada 

ubicación geográfica y 2 vacantes definitivas sin elegibles.  

 

3. Derechos cuya protección se invoca. 

 

En los escritos de tutela, los accionantes afirmaron que las entidades accionadas están 

vulnerando sus derechos fundamentales al debido proceso, al trabajo, a la igualdad 

y a la dignidad humana y que se transgredieron los principios constitucionales del 

mérito y la buena fe.  

 

4.  Pretensiones. 

 

Como pretensiones en común, los accionantes solicitaron que se tutelen los derechos 

fundamentales invocados. 

 

Además de lo anterior, se solicitaron las siguientes pretensiones: 
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- Gustavo Adolfo Pineda Pineda solicitó: i) ordenar al Director General del SENA que 

realice ante la CNSC una nueva solicitud de autorización de uso de listas de elegibles, 

conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la ley 909 de 2004, permitiéndose el uso de 

la lista de elegibles a nivel departamental, respecto de la vacante identificada con el 

IDP 5542, en Gestión Administrativa en el centro diseño confección y moda, OPEC 

60884 del municipio de Itagüí y, la vacante identificada con el IDP 1168, en Gestión 

Administrativa en el centro de la innovación, la agroindustria y la aviación, OPEC 

60895, ii) ordenar a la CNSC que realice el estudio técnico de similitud funcional del 

empleo OPEC 58995 y iii) ordenar al SENA que, una vez realizado lo anterior, proceda 

con el estudio de cumplimiento de requisitos mínimos del actor y, de encontrarlo 

ajustado a la normatividad vigente, proceda dentro del término de ley con su posesión 

en período de prueba, en una de las vacantes definitivas no convocadas. 

 

De manera subsidiaria, solicitó: i) que se ordene asignar todas las vacantes definitivas 

no convocadas, mediante lista general, conforme se asignaron las de los empleos 

declarados desiertos y ii) que las vacantes definitivas no convocadas, y aquellas que 

lleguen a surgir en la vigencia de las listas actuales, no sean sometidas a nuevo 

concurso. 

 

- Wilson Bastos Delgado solicitó: i) ordenar al Director General del SENA que realice 

ante la CNSC una nueva solicitud de autorización de uso de listas de elegibles, en la 

que se incluya la lista OPEC 59953, para proveer, según posición de mérito y 

cumplimiento de requisitos mínimos, el cargo de instructor código 3010 G 1 del área 

de gestión administrativa, en una de las vacantes definitivas no convocadas del 

sistema general de carrera administrativa, identificadas en la planta global del SENA 

con los IDP 5542, 3506, 4205, 4519, 2870, 4527, 1168, 8699, 5215 5934, 7137 y 3940 y las 

que llegaren a surgir en vivencia de la lista de elegibles OPEC 59953 ii) ordenar a la 

CNSC que realice el estudio técnico de similitud funcional del empleo OPEC 59953 con 

las vacantes definitivas, no convocadas, relacionadas en el punto anterior y de ser 

viable, remita autorización de uso de lista de elegibles de la OPEC 59953, que integra 

el actor y iii) ordenar al SENA que, una vez recibida la autorización de uso de lista de la 

OPEC 59953, realice el estudio de cumplimiento de requisitos mínimos del actor y, de 

encontrarlo ajustado a la normatividad vigente, proceda dentro del término 

contemplado en la ley con su posesión, en período de prueba, en una de las vacantes 

definitivas no convocadas.  
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De manera subsidiaria, solicitó que la vacante definitiva, no convocada, identificada 

con el IDP 4527, ubicada en el centro agroempresarial y turístico de los Andes, en 

Málaga (Santander), en vez de ser llevada a concurso, se le solicite a la CNSC que 

autorice el uso de la lista de elegibles de las OPEC en Santander para esta vacante, y 

se le ordene a la CNSC, realizar el estudio técnico y remitir al SENA la autorización del 

uso de la lista de elegibles y su posición de mérito y cumplimiento de requisitos, para 

que el actor sea nombrado en período de prueba.  

 

5.  Actuación procesal de primera instancia. 

 

La solicitud fue repartida al Juzgado Treinta y Uno Administrativo del Circuito de 

Medellín, cuyo titular la admitió contra el SENA y la CNSC, por medio de auto de 5 de 

agosto de 2020 y les concedió dos (2) días para presentar su informe sobre los hechos, 

según lo previsto por el artículo 19 del decreto 2591 de 1991.  

 

Posteriormente, en auto de 10 de agosto de 2020, se acumuló a este proceso la acción 

de tutela promovida por Wilson Bastos Delgado contra el SENA y la CNSC, la cual se 

venía tramitando en el Juzgado Décimo Penal del Circuito con Función de 

Conocimiento de Bucaramanga. 

 

6.  La oposición a la acción de tutela. 

 

6.1. En la oportunidad concedida por el juzgado de primera instancia, el SENA 

indicó que las listas de elegibles de las cuales hacen parte los accionantes quedaron 

en firme en marzo de 2019, es decir, hace mas de 15 meses, por lo cual no se cumple 

con el requisito de la inmediatez.  

 

De otro lado, afirmó que los accionantes cuentan con otros medios de defensa 

judicial para controvertir las decisiones adoptadas por el SENA y la CNSC, las cuales 

se expresan en actos administrativos, por lo que se debió haber demandado dichas 

decisiones a través de los medios de control dispuestos en la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo; ello, teniendo en cuenta que la acción de tutela es un 

mecanismo excepcional que brinda protección inmediata a los derechos 

constitucionales cuando estos resulten vulnerados o amenazados por la acción de 

cualquier autoridad pública, pero de ninguna manera se establece como acción 

que pueda ser sustitutiva de las acciones ordinarias que se ejercen ante las 

autoridades jurisdiccionales competentes.  
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Que los accionantes fueron advertidos en la preinscripción que solo podían inscribirse 

a una sola OPEC y que bajo su responsabilidad debían consultar los empleos a 

proveer mediante el concurso de méritos, por cuanto, las sedes de trabajo de cada 

uno de los empleos vacantes, estarían determinadas por la OPEC, la cual formaría 

parte integral de la convocatoria, situaciones y reglas del proceso que fueron 

aceptadas al momento de la inscripción.  

 

Refirió que, de accederse a lo pretendido por los accionantes de elaborar una lista 

de elegibles única con los cargos declarados desiertos a nivel nacional para el cargo 

ofertado “Instructor, grado 1, de SENA”, se desconocerían las reglas del concurso 

señaladas en la convocatoria; además, no tendría validez, teniendo en cuenta que 

cada OPEC tiene un núcleo básico de conocimiento diferente y una experiencia 

específica y, se vulnerarían los derechos de las demás personas que participaron en 

dicha convocatoria bajo los códigos OPEC diferentes.  

 

Agregó que, el parágrafo del artículo 2.2.5.3.2. del decreto 1083 de 2015, establece 

que las listas de elegibles elaboradas como resultado de los procesos de selección, 

durante su vigencia, solo pueden ser utilizadas para proveer de manera especifica 

las vacantes definitivas que se generen en los mismos empleos inicialmente provistos, 

con ocasión de la configuración para su titular, de alguna de las causales de retiro 

del servicio consagradas en el artículo 41 de la ley 909 de 2004.  

 

6.2. Por su parte, la CNSC señaló que la presente acción de tutela no tiene la virtud 

de acreditar los supuestos del perjuicio irremediable al que pudieran verse 

enfrentados los accionantes, circunstancia que funge como requisito sine qua non 

para promover la presente acción constitucional, a fin de cuestionar actos de 

naturaleza administrativa. Así, en punto al problema jurídico, surge diáfano que la 

acción de tutela no cumple con el presupuesto de la subsidiariedad, de tal manera 

que, no sería posible adentrarse al fondo de la controversia para verificar si la 

negativa de acudir a la lista de elegibles para proveer nuevas vacantes, quebrantó 

los derechos fundamentales invocados por los accionantes.  

 

Refirió que los lineamientos dispuestos en la ley 1960 de 2019 aplica solo a los procesos 

de selección aprobados por la Sala Plena de Comisionados de la CNSC, con 

posterioridad a su entrada en vigencia, extensible también al uso de sus listas de 

elegibles, por lo que no es procedente aplicar la retrospectividad de la ley 1960 de 

2019, en el caso objeto de estudio, en atención a que dicho fenómeno solo procede 
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“frente a situaciones que han estado gobernadas por una norma anterior, pero 

cuyos efectos jurídicos no se han consolidado al momento de entrar a regir la nueva 

disposición normativa”, situación que no se da en el sub judice, comoquiera que, 

estamos en presencia de un hecho consolidado, pues, las etapas del concurso de 

mérito ya se encuentran agotadas.  

 

Manifestó que no se pueden identificar dos empleos como equivalentes si no hacen 

parte del mismo grupo de referencia, ya que no son compatibles, dado que no  se 

cumplen las mismas condiciones en la calificación de las diferentes pruebas 

aplicadas, precisándose que para que un aspirante pueda formar parte de una lista 

distinta a la del empleo (OPEC) al que se presentó, es indispensable que los resultados 

de los aspirantes se hayan obtenido con las mismas pruebas, en las mismas 

condiciones de calificación y con el mismo valor ponderado frente a la nueva OPEC 

a que se quiere incorporar su resultado, pues, de no garantizarse estas condiciones, 

los puntajes entre aspirantes de OPEC distintas, no serían comparables entre sí y no 

habría forma de organizarlos en orden jerárquico, debido a que las listas darían 

cuenta de méritos que son disímiles. 

 

En lo que tiene que ver con Gustavo Adolfo Pineda Pineda, indicó que el SENA no ha 

reportado vacantes adicionales a las ofertadas en el marco de la convocatoria 436 

de 2017, que cumpla con el criterio de “mismo empleo”; además, precisó que el 

actor ocupó la posición 2 en la lista de elegibles, sin poder ocupar la vacante 

disponible para el cargo que aspiró, por lo cual, se encuentra sujeto a la vigencia y 

tránsito habitual de la lista de elegibles, cuya movilidad depende de las situaciones 

administrativas que puedan ocasionar la generación de vacantes definitivas en la 

entidad.  

 

Respecto de Wilson Bastos Delgado, manifestó que ocupó la posición 2 en la lista de 

elegibles, sin poder ocupar la vacante disponible para el cargo que aspiró; además, 

respecto de la petición que sea nombrado en uno de los empleos identificados con 

el IDP 5542, 3506, 4205, 4519, 2870, 4527, 1168, 8699, 5215, 5934, 7137 y 3940 que 

surgieron con posterioridad a la convocatoria, en aplicación del criterio de 

equivalencia de los cargos, la entidad indicó que dicha solicitud no procede en este 

caso, comoquiera que ello sólo es viable para aquellas listas que sean expedidas en 

el marco de los procesos de selección aprobados con posterioridad al 27 de junio de 

2019.  
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6.3. El Ministerio Público emitió concepto, en el cual, luego de hacer un recuento 

normativo y jurisprudencial en relación con la carrera administrativa y la provisión de 

cargos vacantes a través de concursos de méritos, señaló que, en principio, las listas 

de elegibles solo pueden utilizarse para proveer cargos que no fueron inicialmente 

objeto de convocatoria, cuando dicha regla se encuentre prevista en la ley especial 

que regula el concurso de méritos o en la convocatoria, ello conforme a que las 

reglas señaladas en las convocatorias son inmodificables, en razón a los principios 

constitucionales de buena fe y confianza legítima.  

 

No obstante, manifestó que no puede desconocerse que el desarrollo normativo de 

la ley 909 de 2004 da cuenta de la intención del legislador de proveer los cargos 

vacantes de las entidades públicas mediante la utilización de las listas de elegibles 

vigentes de las respectivas convocatorias, en razón al principio constitucional de 

mérito, el cual implica que el ingreso, permanencia y ascenso dentro de la función 

pública está sustentado en el mérito o las capacidades del aspirante, buscando 

construir una administración pública sólida, capaz de enfrentar los retos que la 

dirección y administración de las distintas áreas de lo público plantean, lo cual solo 

se logra cuando ésta se encuentra en cabeza de las personas idóneas, desde la 

perspectiva académica, técnica, moral y operativa, idoneidad que es objeto de 

demostración y evaluación, por medio de los concursos públicos.  

 

Señaló que, de entenderse improcedente la utilización de las listas de elegibles 

vigentes para proveer cargos de carrera vacantes que no fueron ofertados 

inicialmente, pero, que son equivalentes, se daría al traste con el derecho a la 

igualdad respecto de los participantes que pueden optar por vacantes definitivas 

que resulten de listas de elegibles conformadas por un número inferior de aspirantes 

o aquellas cuyo concurso fue declarado desierto o frente a participantes de 

convocatorias que se ejecutaron en vigencia del decreto 1227 de 2005 y la ley 1960 

de 2019.  

 

Refirió que no se entiende el trato diferenciado entre las personas que se encuentran 

en listas de elegibles para suplir cargos públicos en convocatorias reguladas por la 

ley 909 de 2004, respecto de cargos vacantes no convocados y su aplicación en 

empleos equivalentes, toda vez que se encuentran en igual supuesto de hecho; 

además, con ello no se persigue un fin aceptado constitucionalmente, pues por el 

contrario se contraviene el principio de mérito y la diferenciación no resulta 

proporcionada en la medida que algunos participantes no podrían acceder a 
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ocupar un cargo de carrera cuando superaron satisfactoriamente todas las etapas 

del concurso y existen empleos equivalentes sin proveer.  

 

6.4. En el auto admisorio de la acción de tutela, el juez de primera instancia vinculó 

al presente trámite constitucional, como terceros interesados a: i) los integrantes de 

las listas de elegibles de la convocatoria 436, de 2017, del SENA, para proveer los 

cargos de instructor en gestión administrativa, ii) los elegibles en el área temática de 

gestión administrativa y que ya fueron notificados de la autorización que la CNSC 

remitió de uso de listas de elegibles y iii) los funcionarios que en provisionalidad 

ocupen empleos de instructor.  

 

En el trámite de la acción de tutela, se presentaron ante el juzgado de primera 

instancia las intervenciones de las siguientes personas: Néstor Tarsicio Pascuas 

Lequizamo, Lisbeth Paola García Portala, Nancy Yamile Rodríguez Suárez, Martha 

Yaneth Ferrer Cárdenas, Lisbeth Paola García Portala, Genaro Ruíz Ríos, Edinson 

Enrique Pérez Yepes, Marco Tulio Barrero Tique, David Londoño González, Andrés 

Alberto Gutiérrez, Carlos Enrique Parra, Jaime Alberto Castrillón Castrillón, César 

Augusto Serrano Rodríguez, Judith Feria Díaz, Ana Jakeline Díaz Muñoz, Andrea 

Josefina Gutiérrez Sánchez, Judith Jazmín Dussan Prieto, Edilia Restrepo Bustamante, 

Orlando Antonio Alcendra Moscote, Ana Milena Peña Dávila, Talía Pérez Mendoza, 

Carlos Enrique Parra Rodríguez y Consuelo Herrera García.  

 

Los intervinientes manifestaron que se encontraban en la misma situación fáctica de 

los accionantes y, por tal razón, coadyuvaron las pretensiones de los actores, en el 

sentido de que se garanticen los principios de mérito e igualdad, sobre el elemento 

de “ubicación geográfica”. 

 

Solicitaron que las vacantes definitivas no convocadas y las que llegaren a surgir en 

vigencia de las listas de elegibles actuales, no sean sometidas a un nuevo concurso 

de mérito, sino que, se asignen, por lista general, conforme se asignaron las de los 

empleos declarados desiertos.   

 

7.  La sentencia impugnada. 

 

El Juzgado Treinta y Uno Administrativo del Circuito de Medellín, mediante sentencia 

de 18 de agosto de 2020, negó el amparo de los derechos fundamentales invocados, 

para lo cual señaló, en primer lugar, que en el asunto de la referencia se cumplen los 
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requisitos de legitimación en la causa, inmediatez y subsidiariedad, lo cual permite 

estudiar de fondo lo pretendido por los accionantes. 

 

De otro lado, señaló que no existe vulneración a derecho fundamental o principio 

constitucional alguno cuando la autoridad correspondiente se abstiene de proveer 

con dicho acto, empleos no ofertados, salvo que exista norma especial que así lo 

permita, puesto que es potestad del legislador o de la entidad convocante señalar en 

la ley o en las reglas que regirán el concurso de méritos, respectivamente, que la lista 

que se configure servirá para proveer las vacantes que se lleguen a presentar en 

vigencia de la lista para empleos de la misma naturaleza y perfil.  

 

Agregó que, contrario a lo dicho por los accionantes, para este caso no es posible dar 

aplicación al parágrafo del artículo 11 de la ley 909 de 20041, por cuanto tal potestad 

fue eliminada del ordenamiento jurídico y, además, las normas propias del concurso 

no contemplaron dicha posibilidad de “departamentalizar” las listas de elegibles.  

 

Señaló que lo dispuesto en el artículo 7 de la ley 1960 de 2019 no es aplicable a la 

convocatoria 436 de 2017, pues las listas de elegibles que conforman los accionantes 

fueron establecidas mediante las resoluciones 20182120192835, de 24 de diciembre de 

2018 y 20192120011295, de 26 de febrero de 2019, esto es, antes de 27 de junio de 2019, 

fecha de entrada en vigencia de la ley 1960 de 2019.  

 

Refirió que la CNSC, mediante criterio unificado “Uso de listas de elegibles en el 

contexto de la ley 1960 de 27 de junio de 2019”, de 16 de enero de 2020, estableció 

que las listas de elegibles en firme con anterioridad a la vigencia de la ley 1960 de 2019, 

siguen las reglas previstas antes de la mencionada ley y de los lineamientos 

establecidos en los acuerdos de convocatoria, en virtud del principio de la 

ultractividad de la ley.   

 

                                                 
1 Artículo 11. Funciones de la Comisión Nacional del Servicio Civil relacionadas con la responsabilidad 

de la administración de la carrera administrativa. En ejercicio de las atribuciones relacionadas con la 
responsabilidad de la administración de la carrera administrativa, la Comisión Nacional del Servicio Civil 
ejercerá las siguientes funciones: 
 
… 
 
Parágrafo. El Banco Nacional de lista de elegibles a que hace alusión el presente artículo será 
departamentalizado y deberá ser agotado teniendo en cuenta primero la lista del departamento en donde se 
encuentre la vacante”. 
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Así mismo, el juez de primera instancia expuso lo siguiente (se transcribe de forma 

textual): 

 

“De ahí que, para el Despacho no exista violación a los derechos 
fundamentales de los actores, pues las entidades accionadas han actuado de 
conformidad con las normas vigentes, respetando el debido proceso y las 
normas que rigen el concurso en particular. Así, las vacantes deben ser provistas 
en estricto orden del Decreto 1083 de 2015, esto es, i) con la persona que al 
momento de su retiro ostentaba derechos de carrera y cuyo reintegro haya 

sido ordenado por autoridad judicial; ii) por traslado del empleado con 
derechos de carrera que demuestre su condición de desplazado por razones 
de violencia en los términos de la Ley 387 de 1997, una vez impartida la orden 
por la Comisión Nacional del Servicio Civil; iii) con la persona de carrera 
administrativa a la cual se le haya suprimido el cargo y que hubiere optado por 
el derecho preferencial; iv) con la persona que al momento en que deba 

producirse el nombramiento ocupe el primer puesto en lista de elegibles para 
el empleo ofertado que fue objeto de convocatoria para la respectiva 
entidad. Y si agotadas las anteriores opciones no fuere posible la provisión del 
empleo deberá adelantarse proceso de selección específico para la 
respectiva entidad.  

 
“Ello también, en virtud del principio de confianza legitima que rige los 
concursos, toda vez que entre los empleos vacantes, cuya provisión solicitan 
los actores, se encuentran empleos con listas autorizadas que no fueron objeto 
de recurso y que tienen una expectativa a ser nombrados, como es el caso de 
la OPEC 60895, para el cual la CNSC autorizó la lista de elegibles, con el señor 

Paulo Augusto Castaño, que ocupa la posición No. 3 en la lista, conformada 
mediante Resolución 20182120182955 del 24 de diciembre de 2018, con un 
puntaje de 53.38, a quien le asiste el derecho de ser nombrado en el cargo 
para el que concursó. 
 
“En las circunstancias del caso, no puede ser que una persona que aspiró a 
una vacante en un territorio específico, por razones personales, de 
conveniencia, o de oportunidad, que no pudo ocupar el único o alguno de los 
varios cargos ofertados en ese territorio, dada su posición (3ro en la lista para 2 
vacantes), pero que continúa integrando la lista de ese mismo territorio con la 
primera opción en caso de que se genere una vacancia definitiva, o por la 
creación de una nueva plaza, vea frustrada esa legítima opción con el 

advenimiento de otro concursante que de inicio desestimó la circunscripción 
territorial. 
 
… 
 

“Ahora, de vuelta al asunto que ocupa el juicio, y, frente al contraargumento 
ofrecido por el Ministerio Público, en el que expone que la improcedencia de 
la utilización de las Listas de Elegibles vigentes para proveer cargos de carrera 
vacante que no fueron ofertados inicialmente, pero que son equivalentes, 
daría al traste con el derecho a la igualdad, respecto a los participantes que 
pueden optar a vacantes definitivas que resulten de listas de elegibles 

conformadas por un número inferior de aspirantes o aquellas cuyo concurso 
fue declarado desierto, o frente a participantes de convocatorias que se 
ejecutaron en vigencia del Decreto 1227 de 2005 y la Ley 1960 de 2019, precisa 
el Despacho, que la igualdad sólo se predica entre quienes se encuentran en 
situaciones similares o también iguales; de ahí que, al tratarse de normas y casos 
que no son idénticos, no se observa vulneración al derecho a la igualdad: No 

existía en la convocatoria, ni para cuando esta se expidió, norma expresa que 
habilitara esa posibilidad, para el caso específico en que se trate de empleos 
ubicados en territorio distinto de aquél al que aplicaron los concursantes”. 
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7. La impugnación. 

 

Dentro del término concedido, los accionantes impugnaron el fallo proferido por el 

juez de primera instancia, con fundamento en los siguientes argumentos. 

 

Gustavo Adolfo Pineda Pineda señaló que el juez de primera instancia se apartó del 

precedente judicial, respecto del uso de las listas de elegibles frente a los cargos 

declarados desiertos de la convocatoria 436, de 2017, lo cual, además, va en 

contravía de las políticas públicas del Estado en el nuevo Plan Nacional de Desarrollo 

(artículo 263 de la ley 1955 de 2019), tendiente a reducir la provisionalidad en el empleo 

público.  

 

Agregó que es de obligatorio cumplimiento por parte de la CNSC crear el banco de 

lista de elegibles de cada convocatoria para proveer los cargos declarados desiertos 

y los cargos temporales que tengan vacancias definitivas o que se creen de manera 

posterior a la firmeza de las listas de elegibles vigentes.  

 

Así mismo, manifestó lo siguiente: 

 

“Teniendo en cuenta lo anterior y si se le va a dar aplicación al Decreto 1834 
de 2015 para que sea procedente muy respetuosamente se informa que las 
primeras tutelas con la misma situación FACTICA Y JURIDICA contra el SENA y 
LA CNSC por la convocatoria 436 de 2017 el despacho judicial que primero tuvo 

conocimiento de la tutela fue: el JUZGADO 002 ADMINISTRATIVO DE CUCUTA 
mediante la tutela No 54001333300220200010500 
 
… 
 

“Pido que se tenga en cuenta este precedente judicial en cuanto a la 
acumulación de las tutelas, y para que se revoque el fallo y se me protejan mis 
derechos fundamentales, o se le de Nulidad a todo lo actuado y se acumule 
mi acción de tutela a la del JUZGADO 002 ADMINISTRATIVO DE CUCUTA 
mediante la tutela No 54001333300220200010500”. 

 

Por su parte, Wilson Bastos Delgado hizo alusión a una providencia del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, para señalar que con las listas de elegibles vigentes 

se pueden proveer cargos diversos a los que fueron ofertados, cuando estos sean de 

la misma naturaleza, perfil y denominación y, además, tengan similitud funcional, los 

cuales deberán ser ocupados en orden descendente.  

 

Señaló que las vacantes no convocadas de “Instructor en Gestión Administrativa”, a 

las que se hace alusión en esta tutela, cumplen con los presupuestos fácticos que 

logran determinar la similitud funcional con los empleos inicialmente provistos (OPEC 
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59953 y OPEC 58995), lo que generó a favor de los aquí accionantes, una expectativa 

legítima para acceder al cargo público de méritos. 

 

Agregó, además, lo siguiente: 

 

“Así las cosas, lo que ha solicitado el actor en las pretensiones de la tutela es 
precisamente buscar el amparo constitucional para proteger sus derechos 
fundamentales incoados y poder acceder a una vacante definitiva en carrera 
administrativa, en período de prueba, en uso de la lista de elegibles vigente de 
que hace parte después de haber sido seleccionado en un riguroso concurso de 

méritos en el que participó y compitió en igualdad de condiciones con elegibles 
de otros empleos con similitud funcional, para acceder a un cargo de idéntico 
grado y denominación que yace en vacancia definitiva, no convocado y 
equivalente conforme determinó la ley 1960 de 2019, pero del que 
sustancialmente es la premisa mayor que persigue el constituyente en su artículo 
125 superior. Posibilidad que de brindarse el amparo constitucional solicitado en 

marco de la protección de sus derechos fundamentales le permitirá al actor 
acceder de acuerdo a como se agote el orden de provisión establecido en el 
Decreto 1083 en comento, numeral 4 artículo 2.2.5.3.2., modificado por el artículo 
1 el decreto 498 del 30 de marzo de 2020, donde al ser sometido el actor a la 
posición de mérito, y cumplimiento de requisitos, no vulnera derechos de los ya 

posesionados en período de prueba en los empleos inicialmente provistos, ni 
vulnera el acuerdo de convocatoria, ni vulnera la Constitución, pues no se trata 
de un mecanismo de ingreso automático a la función pública arbitrario e 
inconsulto y tampoco nada que por sus méritos no merezca y favorezca 
especialmente los fines del Estado.  
 

“Deviene conforme a lo señalado en el artículo 53 de la Constitución Política, 
aplicar en el caso bajo examen la situación más favorable al trabajador 
consistente en retrospectividad, utilizar la lista de elegibles vigente de la OPEC 
59953 que integra el actor, para proveer las vacantes definitivas no convocadas 
de instructor código 3010, en Gestión Administrativa. Considera respetuosamente 
el actor que posiblemente se equivoca la CNSC en tal apreciación al determinar 

que la ley 1906 de 2019 no aplica al caso concreto por ser posterior a la 
convocatoria y no sería acertada la interpretación que parece darle la 
accionada en el sentido de que utiliza un concepto en virtud de la ultractividad 
de la ley 1960 de 2019, para el caso concreto, porque se apartan las accionadas 
y el respetado Juez de la retrospectividad de la ley, que permite que en tránsito 
de una ley, existiendo unas listas de elegibles vigentes las cuales dentro de la 

misma convocatoria 436 de 2017, no han consolidado ningún efecto jurídico, son 
una mera expectativa, que en el momento que se suceda esta provisión de las 
vacantes definitivas convocadas, se aplica la ley vigente, ley 1960 de 2019.  
 
“Una cosa es que la ley sea posterior a la convocatoria 436, la cual ya concluyó 

con unos derechos adquiridos que se materializaron en los nombramientos en 
período de prueba y otra cosa distinta son las listas de elegibles que como bien 
lo ha manifestado la misma CNSC, no ostentan un derecho adquirido y 
relativamente lo ha manifestado que son una mera expectativa, por lo que en 
tránsito de la ley 1960 de 2019, estas listas tienen vigencia, y la provisión de las 
vacantes definitivas se están generando con la autorización de uso de listas de 

elegibles para empleos no convocados expedida por la CNSC el 15 de julio de 
2020, conforme se relató en el acápite de los hechos y en vigencia de la ley 1960 
en comento, la que le es aplicable”.  
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CONSIDERACIONES DE LA SALA. 

 

1. La competencia. 

 

Este Tribunal es competente para conocer la impugnación del fallo proferido el 18 de 

agosto de 2020 por el Juzgado Treinta y Uno Administrativo del Circuito de Medellín, 

de conformidad con el artículo 32 del decreto 2591 de 1991. 

 

2.  Problema Jurídico.  

 

A esta Sala le corresponde determinar si la decisión de primera instancia estuvo 

ajustada a los parámetros constitucionales y legales. Para el efecto, se analizará si se 

encuentra ajustada a derecho, la decisión adoptada por las accionadas de no 

autorizar el uso de las listas de elegibles que integran los accionantes, para proveer los 

cargos en vacancia definitiva o no convocados, en el área temática de gestión 

administrativa, en los cargos con similitud funcional, particularmente para las OPEC 

58995 y 59953, sea a nivel departamental o nacional.  

 

3.  La acción de tutela: marco jurisprudencial y legal. 

 

La acción de tutela es un mecanismo previsto en el artículo 86 de la Constitución 

Política para brindar la protección inmediata de los derechos fundamentales de toda 

persona, frente a acciones u omisiones que amenacen su garantía y que le sean 

imputables a cualquier autoridad pública o, en ciertos casos, a particulares.  

 

La tutela permite acudir a las autoridades judiciales para que estas tomen las medidas 

encaminadas a la protección de los derechos fundamentales vulnerados o 

amenazados, a través de un trámite procesal sui generis, desprovisto de ritualismos, 

sumario y preferente. 

 

Debido a su carácter subsidiario, este recurso de amparo solo procede como 

mecanismo principal de defensa cuando, a pesar de existir medios ordinarios, estos no 

resultan eficaces ni idóneos para proteger el derecho vulnerado o su agotamiento 

supone una carga procesal excesiva para quien padece su violación; en cambio, 

resulta procedente como mecanismo de protección transitorio, cuando el accionante 

se encuentra ante el riesgo de un perjuicio irremediable, evento en el cual tiene la 

carga de argumentar y demostrar su inminencia y, además, probar que ha realizado 
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acciones positivas para adelantar el mecanismo ordinario de defensa tendiente a 

conjurarlo definitivamente. 

 

3.1. La procedencia de la acción de tutela en el marco de concursos de mérito 

para cargos públicos de carrera. 

 

La jurisprudencia constitucional ha identificado las dimensiones del derecho al 

acceso a los cargos públicos que entran en la órbita de protección del juez 

constitucional, cuando se demuestra que los mecanismos ordinarios establecidos 

en el ordenamiento jurídico no resultan idóneos para su protección o que la 

inminencia de un perjuicio irremediable torna procedente transitoriamente la 

protección que imparte este medio de defensa. Al respecto, la sentencia SU-339 

de 2019 señala (se transcribe textual, como aparece en la providencia en cita): 

 

“… la jurisprudencia de esta Corporación ha entendido que entran dentro 
del ámbito de protección de este derecho (i) la posesión de las personas 
que han cumplido con los requisitos para acceder a un cargo, (ii) la 

prohibición de establecer requisitos adicionales para entrar a tomar 
posesión de un cargo, cuando el ciudadano ha cumplido a cabalidad con 
las exigencias establecidas en el concurso de méritos, (iii) la facultad de 
elegir de entre las opciones disponibles aquella que más se acomoda a las 
preferencias de quien ha participado y ha sido seleccionado en dos o más 
concursos, (iv) la prohibición de remover de manera ilegítima (ilegitimidad 

derivada de la violación del debido proceso) a una persona que ocupen 
un cargo público”. 

 

Además, la Corte ha establecido claramente que “en casos en los que está en 

discusión el hecho de si el actor cumple o no con los requisitos para acceder al 

cargo, es posible proteger otra faceta de dicho derecho: la garantía de que los 

cuestionamientos en torno al nombramiento y a la posesión se hagan respetando 

plenamente los procedimientos previstos para ello en la ley”1. 

 

En el presente asunto, la acción de tutela es el mecanismo idóneo para encausar 

las pretensiones de los accionantes, comoquiera que no se cuestiona la validez 

del concurso de méritos o las providencias proferidas en desarrollo del mismo, sino 

que, se alega que a pesar de cumplir con los requisitos establecidos para ocupar 

los cargos que en la actualidad se encuentran vacantes, las entidades 

accionadas no han permitido que los accionantes ocupen tales cargos, porque 

los cargos vacantes no fueron ofertados en la convocatoria a la cual participaron.  

 

Con base en estos supuestos, pasará a resolverse el problema jurídico planteado. 
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4. De la solicitud de acumulación formulada por Gustavo Adolfo Pineda 

Pineda en la impugnación.  

 

Previo a resolver de fondo el problema jurídico planteado, la Sala considera 

necesario pronunciarse en relación con la solicitud formulada por Gustavo Adolfo 

Pineda Pineda, en el sentido de que se declare la nulidad de lo actuado en este 

proceso y se acumule a la acción de tutela con radicado 54001 23 33 002 2020 

00105 00, la cual se tramita en el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de 

Cúcuta, pues, según el actor, dicha tutela guarda similitud fáctica y jurídica a las 

de la referencia y, fue la primera en presentarse.  

 

En lo que tiene que ver con la acumulación de tutelas masivas, el artículo 

2.2.3.1.3.1. del decreto 1834, de 2015, dispone lo siguiente:  

 

“Artículo 2.2.3.1.3.1. Reparto de acciones de tutela masivas. Las acciones de 
tutela que persigan la protección de los mismos derechos fundamentales, 
presuntamente amenazados o vulnerados por una sola y misma acción u 

omisión de una autoridad pública o de un particular se asignarán, todas, al 
despacho judicial que, según las reglas de competencia, hubiese avocado 
en primer lugar el conocimiento de la primera de ellas.  
   
“A dicho Despacho se remitirán las tutelas de iguales características que con 
posterioridad se presenten, incluso después del fallo de instancia.  

   
“Para tal fin, la autoridad pública o el particular contra quienes se dirija la 
acción deberán indicar al juez competente, en el informe de contestación, 
la existencia de acciones de tutela anteriores que se hubiesen presentado 
en su contra por la misma acción u omisión, en los términos del presente 
artículo, señalando el despacho que, en primer lugar, avocó conocimiento, 

sin perjuicio de que el accionante o el juez previamente hayan podido 
indicar o tener conocimiento de esa situación”.  

 

Conforme la norma en cita, la acumulación de tutelas masivas solo procede 

cuando las acciones de tutela persigan la protección de los mismos derechos 

fundamentales, presuntamente amenazados o vulnerados por “una sola y misma 

acción”.  

 

En razón de lo anterior, la Sala considera que en el presente asunto no se dan los 

presupuestos para la acumulación de la tutela de la referencia a la del Juzgado 

Segundo Administrativo del Circuito de Cúcuta, pues no se está alegando que la 

violación de derechos fundamentales tenga origen en una decisión (acción u 

omisión) que afecte a todos los participantes del concurso, sino que se está 

alegando la existencia de una vulneración a partir de la renuencia, por parte de 

las entidades accionadas, de proveer algunos cargos vacantes con las listas de 
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elegibles de las cuales hacen parte los actores, decisión que solo afecta 

directamente los derechos constitucionales fundamentales de los acá 

accionantes, a pesar de que la decisión que se adopte pueda tener un efecto 

reflejo en relación con los demás integrantes de la lista de elegibles.  

 

Así las cosas, se negará la solicitud formulada por Gustavo Adolfo Pineda Pineda 

y se precederá a resolver de fondo las impugnaciones presentadas contra el fallo 

de primera instancia.  

 

5. Análisis de la impugnación.  

 

En el caso concreto está probado que, mediante acuerdo 20171000000116 del 24 de 

julio de 2017, modificado por los acuerdos 20171000000146 del 5 de septiembre de 

2017, 20171000000156 del 19 de octubre de 2017 y 20181000000876, de 19 de enero de 

2018 y aclarado por el 20181000001006, de 8 de junio de 2018, la Comisión Nacional del 

Servicio Civil convocó a un concurso abierto de méritos para proveer definitivamente 

los empleos vacantes de la planta de personal del Servicio Nacional de Aprendizaje. 

Entre los empleos ofertados, en la que pasó a llamarse la Convocatoria 436 de 2017-

SENA, se encontraban los siguientes: 

 

- El empleo identificado con código OPEC 58995, denominado Instructor, Código 

3030, Grado 1, para el cual se ofertó una vacante ubicada en el municipio de 

Medellín.  

 

- El empleo identificado con código OPEC 59953, denominado Instructor, Código 

3030, Grado 1, para el cual se ofertó una vacante ubicada en el municipio de 

Bucaramanga.  

 

Gustavo Adolfo Pineda Pineda participó en el concurso de méritos para ocupar el 

cargo identificado con código OPEC 58995; no obstante, al haber ocupado el 

segundo lugar en la lista de elegibles, no pudo acceder a dicho cargo, pues, fue 

designada la persona que tenía mejor derecho que él.  

 

Igual situación le ocurrió a Wilson Bastos Delgado, quien participó en el concurso de 

méritos para ocupar el cargo identificado con código OPEC 59953; sin embargo, al 

haber ocupado el segundo lugar en la lista de elegibles, no pudo acceder a dicho 

cargo.  
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En la actualidad, Gustavo Adolfo Pineda Pineda y Wilson Bastos Delgado ocupan el 

primer lugar en las listas de elegibles de los cargos a los cuales aspiraron y, el primero y 

segundo lugar, respectivamente, a nivel nacional.  

 

Ahora bien, los accionantes solicitan en la presente acción de tutela que se ordene a 

las entidades accionadas autorizar la conformación de lista de elegibles a nivel 

departamental o nacional, para las vacantes que a la fecha se encuentran como “no 

convocadas” en el cargo de instructor en el área de Gestión Administrativa, 

incluyendo las listas de elegibles de las OPEC de las cuales hacen parte.  

 

Uno de los argumentos que exponen los accionantes, es que los cargos que se 

encuentran como “no convocados” cumplen con los presupuestos fácticos que 

logran determinar la similitud funcional con los empleos inicialmente provistos (OPEC 

59953 y OPEC 58995), lo que genera a su favor una expectativa legítima para acceder 

al cargo público de méritos. 

 

Al respecto, la Sala no puede dejar de advertir que la discusión se presenta sobre el 

procedimiento que regula la conformación del Banco Nacional de Listas de Elegibles, 

puesto que los accionantes consideran que tienen una expectativa legítima de ser 

incluidos en la lista de elegibles que debe conformarse para cubrir los cargos vacantes 

no convocados. 

 

Lo primero que se advierte es que el orden contenido en el artículo 7.6 del decreto 

1227 de 20052 para la provisión definitiva de los empleos de carrera fue suprimido por 

el decreto 1894 de 2012 y permaneció excluido en el decreto 648 de 2017, que es la 

reglamentación aplicable a este caso, compilada en la redacción actual del decreto 

1083 de 2015 y que, además, derogó el artículo 33 del decreto 1894 de 2012, donde se 

establecía el deber de “utilizar las listas de elegibles en estricto orden descendente 

para proveer las vacantes que se presenten en el mismo empleo, en empleos 

equivalentes o de inferior jerarquía, ubicados dentro del mismo nivel”. En contraste con 

esto, el decreto 1894 de 2012, tras su modificación por el decreto 648 de 2017, señala 

en el parágrafo primero de su artículo 1 que las listas de elegibles “sólo podrán ser 

utilizadas para proveer de manera específica las vacancias definitivas que se generen 

                                                 
2 “Artículo 7°. Modificado por el art 1, Decreto Nacional 1894 de 2012. La provisión definitiva de los 
empleos de carrera se efectuará teniendo en cuenta el siguiente orden:  
 
“… 7.6. Con la persona que haga parte del Banco de Lista de Elegibles, de acuerdo con el reglamento que 
establezca la Comisión Nacional del Servicio Civil”. 
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en los mismos empleos inicialmente provistos, con ocasión de la configuración para su 

titular de alguna de las causales de retiro del servicio consagradas en el artículo 41 de 

la Ley 909 de 2004”. 

 

La reglamentación del Banco Nacional de Listas de Elegibles contenida en el acuerdo 

159 de 2011 disponía en su artículo 22 que la CNSC, “aplicando la definición de empleo 

equivalente” podía autorizar a las entidades que reportaran vacantes en empleos 

ofertados en un concurso específico, proveerlas mediante el uso de listas de elegibles 

de otros empleos equivalentes, siempre que el elegible cumpliera con los requisitos del 

empleo a proveer y que así lo certificara la CNSC, a través del Estudio Técnico de 

equivalencias. Esta disposición fue derogada por el acuerdo 562 de 2016 que, en su 

lugar, dispuso en su artículo 25 que “los empleos cuyos concursos han sido declarados 

desiertos por la CNSC, serán provistos de manera definitiva, siguiendo el orden de 

prioridad de que trata el artículo 1 º del Decreto 1894 de 2012”, lo que nuevamente 

remite a la prohibición contenida en el parágrafo primero de esta última normativa de 

usar las listas de elegibles para proveer vacantes en empleos distintos, así tengan 

similitud funcional. En concordancia con dicha normativa, de rango superior, es que 

debe interpretarse el alcance actual de los artículos 20 y 22 del acuerdo 562 de 2016. 

 

En consecuencia, conforme la normatividad relacionada frente al uso del Banco 

Nacional de Listas de Elegibles, se puede concluir que no le asiste razón a los 

accionantes cuando solicitan la conformación de lista de elegibles a nivel 

departamental o nacional, para las vacantes que a la fecha se encuentran como “no 

convocadas”. 

 

Ahora bien, otro de los argumentos expuestos por los accionantes es que, en virtud del 

artículo 53 de la Constitución Política3, en el presente caso debe acudirse a la 

condición mas favorable para los accionantes, esto es, aplicar lo dispuesto en la ley 

1960 de 2019, la cual permite la conformación de lista de elegibles a nivel 

                                                 
3 “Artículo 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta por lo menos 
los siguientes principios mínimos fundamentales: 
 
“Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y 
calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas 
laborales; facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al 
trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad 
sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la seguridad social, la 
capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario; protección especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador 
menor de edad”. 
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departamental o nacional, para ocupar cargos con similitud funcional a los empleos 

inicialmente provistos, para este caso, las OPEC 59953 y 58995.  

 

Al respecto, es de señalar que el artículo 6 de la ley 1960 de 2019, “Por la cual se 

modifican la ley 909 de 2004, el decreto ley 1567 de 1998 y se dictan otras disposiciones” 

dispone lo siguiente: 

 

“Artículo 6. El numeral 4 del artículo 31 de la Ley 909 de 2004, quedará así: 
  
“Artículo 31. El proceso de selección comprende: 
“1. (…) 
  
“2 (…) 
  
“3 (…) 
  
“4. Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o la 

entidad contratada por delegación de aquella elaborará en estricto orden de 
mérito la lista de elegibles que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta y 
en estricto orden de méritos se cubrirán las vacantes para las cuales se efectuó 
el concurso y las vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, 
que surjan con posterioridad a la convocatoria de concurso en la misma 

Entidad”. 
 

De la lectura de la norma se colige que con las listas de elegibles que surjan de los 

concursos de mérito se cubrirán las vacantes para las cuales se efectuó el concurso y 

aquellas definitivas en cargos equivalentes no convocados, que surjan con 

posterioridad a la convocatoria de concurso, es decir, de la lectura de la norma se 

podría concluir que le asiste razón a los accionantes cuando afirman que las vacantes 

“no convocadas” pueden ocuparse a partir de listas de elegibles que se conformen, 

ya sea de orden departamental o nacional, pues, la norma no hace una distinción 

geográfica ni temporal, en cuanto a las listas que se encontraren vigentes antes de la 

expedición de la ley 1960 de 2019. 

 

Ahora bien, el argumento de las entidades accionadas para cuestionar la aplicación 

de la ley 1960 de 2019 en este caso, es que el artículo 7 de dicha norma4 estableció 

que la vigencia de la ley regía a partir de su publicación, esto es, el 27 de junio de 2019, 

por lo cual, como las listas de elegibles de las cuales hacen parte los accionantes 

fueron conformadas mediante las resoluciones 20182120192835, de 24 de septiembre 

de 2018 y 20192120011295, de 26 de febrero de 2019, no les son aplicables las 

disposiciones de la ley 1960 de 2019.  

                                                 
4 “Artículo  7. La presente Ley rige a partir de su publicación, modifica en lo pertinente la Ley 909 de 2004 y el 
Decreto-Ley 1567 de 1998, y deroga las demás disposiciones que le sean contrarias”. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14861#31.4
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14861#31.4
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14861#909
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14861#1567


ACCIÓN DE TUTELA 
05 001 33 33 031 2020 00152 01 

21 
 

Mediante documento denominado Criterio Unificado “Uso de listas de elegibles 

en el contexto de la ley 1960 de 27 de junio de 2019”, la CNSC estableció que a 

las listas de elegibles que quedaron en firme con anterioridad a la vigencia de la 

ley 1960 de 2019, les son aplicables las reglas previstas antes de la modificación de 

la ley 909 de 2004 y las que se hubiesen previsto en los acuerdos de convocatoria, 

en virtud del principio de ultractividad de la norma. Al respecto, en dicho 

documento se dijo lo siguiente:  

 

“En virtud de los apartes jurisprudenciales en cita y teniendo en cuenta que el 
concurso está integrado para diferentes actos administrativos iniciando con 
el de convocatoria al proceso de selección y culminando  con  el  de 
evaluación  del periodo  de  prueba,  se  concluye  que  las convocatorias 
para proveer vacantes definitivas de empleos de carrera, iniciadas antes de 
la entrada en vigencia de la Ley 1960 de 2019, deberán agotar el 

procedimiento conforme a las reglas previamente establecidas en la 
convocatoria y en las normas que le sirvieron de sustento, con el fin de 
garantizar seguridad jurídica a las entidades y a los aspirantes. Las Listas de 
Elegibles que adquirieron firmeza, así coma  aquellas  (listas de  elegibles) 
expedidas  como consecuencia de una convocatoria aprobada con 
antelación a la entrada en vigencia de la Ley 1960 de 2019, seguirán las reglas 

previstas antes de la modificación de la Ley 909 de 2004 y las establecidas en 
los respectivos Acuerdos de Convocatoria. 
 
“De conformidad con lo expuesto, las listas de elegibles conformadas por la 
CNJSC y aquellas que sean expedidas en el marco de los procesos de 
selección aprobados con anterioridad al 27 de junio de 2019, deberán usarse 

durante su vigencia para proveer las vacantes de los empleos que integraron 
la Oferta Pública de Empleos de Carrera -OPEC-de la respectiva 
convocatoria y  para  cubrir  nuevas  vacantes  que  se  generen  con  
posterioridad  y  que  corresponda  a  los "mismos  empleos'  entiéndase,  con  
igual denominación,  código,  grado,  asignación  básica mensual, propósito, 
funciones, ubicación geográfica y mismo grupo de aspirantes; criterios con los 

que en el proceso de selección se identifica el empleo con el OPEC”. 
 

Por su parte, los actores refieren que, en virtud del principio de retrospectividad, la 

ley 1960 de 2019 debe ser aplicada en este caso, pues, si bien existen unas listas 

de elegibles de las cuales hacen parte, no se ha consolidado ningún efecto 

jurídico. Al respecto, es de señalar que, en relación con la retrospectividad de la 

norma, la Corte Constitucional5 ha dicho lo siguiente (se transcribe textualmente, 

como aparece en la providencia en cita): 

 

“El fenómeno de la retrospectividad, por su parte, es consecuencia normal del 
efecto general e inmediato de la ley, y se presenta cuando las normas se 
aplican a situaciones que, si bien surgieron con anterioridad a su entrada en 
vigencia, sus efectos jurídicos no se han consolidado al momento en que cobra 
vigor la nueva ley. En efecto, la jurisprudencia constitucional ha puntualizado 
que ‘el efecto en el tiempo de las normas jurídicas es por regla general, su 

aplicación inmediata y hacia el futuro, ‘pero con retrospectividad, […] siempre 
que la misma norma no disponga otro efecto temporal…’. De este modo, 

                                                 
5 Corte Constitucional, Sentencia SU 309 de 2019. 
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‘aquello que dispone una norma jurídica debe cumplirse de inmediato, hacia 
el futuro y con la posibilidad de afectar situaciones que se han originado en el 
pasado (retrospectividad), es decir, situaciones jurídicas en curso al momento 
de entrada en vigencia de la norma. 

 

Así, la retrospectividad de la norma hace referencia a la posibilidad de aplicar 

una ley a una situación jurídica que surgió con anterioridad a su vigencia, pero 

que para este momento (a la entrada en vigencia) aún no se ha consolidado, lo 

cual, tal como lo exponen los accionantes, ocurre en el presente caso, 

comoquiera que existe una situación que surgió con anterioridad a la entrada en 

vigencia de la ley 1960 de 2019 (conformación de lista de elegibles), pero de la 

cual, a la fecha, sus efectos jurídicos no se han consolidado, pues solo se 

consolidarán, individualmente, en la medida en que se produzcan los 

nombramientos en período de prueba que es, precisamente, la finalidad de esas 

listas.  

 

En el asunto de la referencia, si bien se agotaron las etapas de la convocatoria 

436, de 2017 y, a la fecha, existen unas listas de elegibles que se encuentran en 

firme y, de las cuales hacen parte los accionantes, lo cierto es que el efecto 

jurídico de dichas listas se concreta de manera particular respecto de cada uno 

de las personas que integran las mismas solo en el momento en que se lleva a 

cabo su nombramiento en período de prueba, es decir, con la conformación de 

la lista de elegibles se crean ciertas situaciones particulares y se consolidan 

algunos derechos dentro del concurso de méritos, pero sus efectos jurídicos se 

agotan con el nombramiento, en período de prueba, en el cargo al cual aspiró el 

concursante. 

 

Al respecto, ha dicho la Corte Constitucional: 

 

“Las listas de elegibles que se conforman a partir de los puntajes asignados con 
ocasión de haber superado con éxito las diferentes etapas del concurso, son 

inmodificables una vez han sido publicadas y se encuentran en firme, salvo expresas 
excepciones legales. Es así como la Sentencia T455 de 2000 señaló que aquél que 
ocupa el primer lugar en un concurso de méritos no cuenta con una simple 
expectativa de ser nombrado sino que en realidad es titular de un derecho 
adquirido. Al respecto, indicó la Corporación: (…)  
 

“En el caso en estudio la lista de elegibles, en tanto acto administrativo particular, 
concreto y positivo, es creador de derechos, los cuales encuentran protección legal 
por vía de la teoría de la estabilidad relativa del acto administrativo, así como 
protección constitucional por virtud del artículo 58 Superior, en cuyos términos “se 
garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las 
leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes 

posteriores(...)”. A partir de dicho mandato, la Corte Constitucional ha señalado que 
los derechos subjetivos que han entrado al patrimonio de la persona, no pueden ser 



ACCIÓN DE TUTELA 
05 001 33 33 031 2020 00152 01 

23 
 

desconocidos por la ley, salvo que ello sea necesario por motivos de utilidad pública 
e interés social y siempre que medie indemnización previa del afectado”.  

 

En ese orden de ideas, la lista de elegibles, una vez en firme, crea un derecho para 

el concursante que no puede ser desconocido, pero los efectos de esa lista solo 

se agotan, en principio y entre otros casos, cuando se produce el nombramiento 

en período de prueba. 

 

Por lo anterior, mientras el concursante se halle en la lista de elegibles y esta 

permanezca vigente, las normas de orden legal que modifiquen la forma de 

proveer la vacantes tiene la virtualidad de afectar la situación de quien no ha sido 

nombrado, no como consecuencia de un efecto retroactivo de la ley, sino, 

precisamente, como consecuencia del efecto general, según el cual la ley rige 

hacia el futuro y se aplica a situaciones jurídicas que, a pesar de nacer en vigencia 

de la ley anterior, se consolidan en vigencia de la ley posterior (efecto 

retrospectivo), tal como lo contemplan los artículos 52 y 53 de la ley 4 de 1913 

(Código de Régimen Político y Municipal), en armonía con los artículos 38, 41, 44, 

45, 46 y 47 de la ley 153 de 1887 de cuyo contenido se deducen las reglas 

generales para resolver los conflictos de la aplicación de las leyes en el tiempo, 

así: (i) prevalencia general de la ley posterior sobre la anterior, (ii) las meras 

expectativas no constituyen derecho contra la ley nueva que las anule o cercene, 

(iii) el efecto general inmediato de las leyes, (iv) la subsistencia del estado civil 

adquirido conforme a la ley anterior pero con arreglo a la ley posterior en cuanto 

al ejercicio de derechos y obligaciones inherentes a dicho estado, (v) la 

conservación de derechos reales constituidos bajo ley anterior pero con sujeción 

al imperio de la ley nueva en cuanto a su ejercicio, cargas y extinción, (vi) la 

validez de los contratos celebrados bajo ley anterior con sometimiento de sus 

efectos a la ley nueva, y (vii) la preferencia de la ley preexistente favorable en 

materia penal, entre otros6. 

 

Por ende, la ultractividad y la retroactividad de la ley, por regla general, debe ser 

previstas por el mismo legislador, salvo en las materias en que la misma 

Constitución autoriza la aplicación en la ley en el tiempo en tales condiciones (por 

ejemplo, en materia penal, en virtud del principio favor rei).   

 

                                                 
6 SU 309 de 2019, citada párrafos atrás. 
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El artículo 6 de la ley 1960 de 2019 modificó el artículo 31 (numeral 4) de la ley 909 

de 2004, en cuanto a la provisión de las vacantes.  

 

En efecto, el artículo original de la ley 909 de 2004 (artículo 31, numeral 4) 

señalaba, fundamentalmente, que con las listas de elegibles elaboradas por la 

Comisión Nacional del servicio civil se debían proveer las vacantes para las cuales 

se efectuó el concurso y la ley 1960 de 2019 (artículo 6) modificó dicha norma, en 

el sentido de prever que con las listas de legibles no sólo se deben proveer las 

vacantes para las cual es efectuó el concurso, sino aquellas vacantes definitivas 

de cargos equivalentes no convocados, que surjan con posterioridad a la 

convocatoria del concurso en la misma entidad. 

 

La norma del artículo 6 de la ley 1960 de 2019, sin duda alguna, es aplicable, en 

virtud de efecto ordinario y retrospectivo la ley, a los concursos de méritos que se 

vienen adelantado y a aquellos que tienen lista de elegibles vigente, pero cuyas 

situaciones jurídicas aún no se ha concretado en relación con algunos de esos 

participantes, porque no han sido nombrados en período de prueba. En esa 

medida las vacantes que se presenten en cargos equivalentes deben ser provistas 

con las listas de elegibles vigentes aún cuando no hayan sido ofrecidos al inicio 

del concurso.  

 

No existe ninguna razón para que la Comisión Nacional del Servicio Civil le de una 

aplicación ultractiva al numeral 4 del artículo 31 de la ley 909 de 2004, cuando el 

legislador no consagró ese efecto expresamente. Si el legislador hubiera querido 

darle ese efecto ultractivo a la citada ley 909, en virtud de la libertad de 

configuración legislativa, habría señalado expresamente que las nuevas 

disposiciones de la ley 1960 de 2019 se debían aplicar solamente para los 

concursos que iniciaran con posterioridad a su vigencia; pero, en este caso, por 

el contrario, el artículo 7 de esta última contempló que la ley 1960 de 2019 rige a 

partir de fecha de su promulgación, lo cual no deja espacio para la duda de su 

aplicación inmediata y retrospectiva para aquellas situaciones jurídicas que aún 

no se han consolidado.   

 

En esa medida, en sentir de la Sala, les asiste razón a los demandantes, en cuanto a 

que, si bien la lista de elegibles genera ciertos derechos para el concursante, los 

efectos de esa lista no se han agotado y no se han consolidado aún en relación 
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con ellos, por lo cual es aplicable el artículo 6 de la ley 1960 de 2019 para la 

provisión de las vacantes que se presenten respecto de los empleos equivalentes.  

 

De otro lado, también le asiste razón a los accionantes cuando afirman que, de 

no ocuparse los cargos que a la fecha se encuentran vacantes con las personas 

que actualmente conforman las listas de elegibles de la convocatoria 436, de 

2017, con el argumento de que quienes se encuentran en la lista de elegibles 

optaron por cargos en ubicación geográfica distinta a la ubicación de las 

vacantes, se estaría contraviniendo el principio de mérito.  

 

En lo que tiene que ver con el principio del mérito, la Corte Constitucional7 ha 

dicho (se transcribe textualmente, como aparece en la providencia en cita): 

 

“El principio del mérito como criterio rector del acceso a la función pública se 

manifiesta principalmente en la creación de sistemas de carrera y en la 
provisión de los empleos de las entidades estatales mediante la realización de 
concursos públicos. Los concursos públicos tienen la finalidad de determinar la 
idoneidad, la capacidad y la potencialidad de los aspirantes a ocupar un 
cargo desde el punto de vista de la categoría del empleo y de las necesidades 
del servicio. En este sentido, las etapas y pruebas de una convocatoria deben 

dirigirse a identificar las destrezas, aptitudes, experiencia, idoneidad, 
suficiencia, entre otras cualidades, calidades, competencias y capacidades 
de los candidatos. Una vez estas habilidades han sido calificadas de manera 
objetiva, sólo aquél con mayor mérito debe ser designado en el respectivo 
cargo, con exclusión de los demás concursantes”. 

 

Conforme lo anterior, el principio del mérito se consolida como pilar fundamental 

dentro de la estructura del Estado para garantizar el acceso y permanencia a la 

administración pública de personal idóneo que cuente con las capacidades para 

ejercer las labores inherentes a los cargos públicos, en aras de cumplir con los fines 

inherentes al Estado, por lo tanto, este principio debe prevalecer sobre otros 

parámetros al momento de seleccionar el personal para ocupar las vacantes que 

existan dentro de la administración pública.  

 

En razón de lo anterior, no es de recibo lo expuesto por las entidades accionadas 

cuando afirman que los cargos no convocados que a la fecha se encuentran 

vacantes, no pueden ser ocupados por aquellas personas que se encuentren en 

las listas de elegibles de la convocatoria 436, de 2017, en razón a que las mismas 

solo pueden ocupar vacantes que se encuentren dentro del mismo municipio al 

cual se optó al momento de concursar. 

                                                 
7 Corte Constitucional, Sentencia T-610, de 3 de octubre de 2017. 
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El anterior razonamiento iría en contravía de los principios que rigen el 

procedimiento de acceso a los cargos públicos, comoquiera que se estaría 

dando prevalencia al factor territorial sobre el principio del mérito, es decir, bajo 

este entendimiento, se puede presentar el supuesto en que una persona sea 

nombrada en un cargo vacante, a pesar de existir otra persona que haya 

obtenido un mejor puntaje pero que, al optar por un cargo en determinado 

municipio donde no existan suficientes vacantes, no pueda ser nombrado en 

aquél, pese a estar dispuesta a aceptar el nombramiento en otro municipio.  

 

Aunado a lo anterior, es de señalar que con la aplicación retrospectiva de la ley 

1960 de 2019, en el presente asunto es factible consolidar listas del orden 

departamental o nacional, con el fin de ocupar vacantes no convocadas, con 

personal que se encuentre en las listas de elegibles vigentes, independientemente 

de la ubicación geográfica del cargo respecto del cual se conformó la lista. No 

de otra forma podría darse aplicación a lo dispuesto en la citada norma. 

 

Así las cosas, en virtud de lo dispuesto en la ley 1960 de 2019 y dando prevalencia 

al principio del mérito, se accederá a lo pretendido por los accionantes. 

 

6.- Decisión. - 

 

Por lo anterior, se revocará la decisión adoptada el 18 de agosto de 2020, por el Juez 

Treinta y Uno Administrativo del Circuito de Medellín, mediante la cual se negó el 

amparo solicitado por los accionantes.  

 

En consecuencia, se ordenará a la Comisión Nacional del Servicio Civil – CNSC y 

al Servicio Nacional de Aprendizaje – SENA que, dentro de los cinco (5) días 

siguientes a la notificación del presente fallo, de manera conjunta, efectúen el 

estudio de equivalencia de los empleos vacantes no convocados, en el territorio 

nacional, respecto de los empleos relacionados con las OPEC 58995 y 59953, a las 

cuales concursaron los accionantes. 

 

Cumplido lo anterior y, de ser procedente, en el término de cinco (5) días 

siguientes, la Comisión Nacional del Servicio Civil – CNSC y al Servicio Nacional de 

Aprendizaje – SENA deberán efectuar la consolidación de una lista de elegibles 

para ocupar los empleos vacantes no convocados que tengan equivalencia con 
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los empleos relacionados con las OPEC 58995 y 59953, tal como lo dispone la ley 

1960 de 2019 (artículo 6). 

 

Vencido el término anterior y previo estudio del cumplimiento de los requisitos 

mínimos, dentro de los cinco (5) días siguientes, la Comisión Nacional del Servicio 

Civil – CNSC y al Servicio Nacional de Aprendizaje – SENA deberán efectuar el 

nombramiento, en período de prueba, de quienes tienen el mejor derecho en los 

cargos vacantes no convocados al cual optaron, respetando, en todo caso, el 

orden de elegibilidad de la lista que se conforme para tal efecto. 

 

En mérito de lo expuesto, EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE ANTIOQUIA – SALA QUINTA 

DE DECISIÓN, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la 

ley, 

 

F A L L A. 

 

PRIMERO: REVÓCASE la sentencia proferida el 18 de agosto de 2020, por el Juzgado 

Treinta y Uno Administrativo Oral del Circuito de Medellín, por lo expuesto en la parte 

motiva y, en su lugar, se dispone:   

 

SEGUNDO: AMPÁRANSE los derechos fundamentales invocaros por Gustavo Adolfo 

Pineda Pineda y Wilson Bastos Delgado, por las razones expuestas en la parte 

motiva.  

 

TERCERO: ORDÉNASE a la Comisión Nacional del Servicio Civil – CNSC y al Servicio 

Nacional de Aprendizaje – SENA que, dentro de los diez cinco (5) días siguientes 

a la notificación del presente fallo, de manera conjunta, efectúen el estudio de 

equivalencia de los empleos vacantes no convocados, en el territorio nacional, 

respecto de los empleos relacionados con las OPEC 58995 y 59953, a las cuales 

concursaron los accionantes. 

 

CUARTO: Cumplido lo anterior y, de ser procedente, en el término de cinco (5) días 

siguientes, la Comisión Nacional del Servicio Civil – CNSC y al Servicio Nacional de 

Aprendizaje – SENA deberán efectuar la consolidación de una lista de elegibles 

para ocupar los empleos vacantes no convocados que tengan equivalencia a los 

empleos relacionados con las OPEC 58995 y 59953. 
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QUINTO: Vencido el término anterior y previo estudio del cumplimiento de los 

requisitos mínimos, dentro de los cinco (5) días siguientes la Comisión Nacional del 

Servicio Civil – CNSC y al Servicio Nacional de Aprendizaje – SENA deberán 

efectuar el nombramiento, en período de prueba, de quienes tienen el mejor 

derecho en los cargos vacantes no convocados al cual optaron, respetando, en 

todo caso, el orden de elegibilidad de la lista que se conforme para tal efecto. 

 

SEXTO: Notifíquese a las partes en la forma indicada en el artículo 30 del decreto 2591 

de 1991 y comuníquese al a quo lo aquí decidido. 

 

SÉPTIMO: Dentro de los 10 días siguientes a la ejecutoria de esta Sentencia, remítase a 

la H. Corte Constitucional, para su eventual revisión. Si no fuere seleccionada, 

devuélvase al juzgado de origen. 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 

 

Esta providencia se estudió y aprobó en Sala, como consta en acta de la fecha. 

 
 
 
 
   SUSANA NELLY ACOSTA PRADA             JORGE LEÓN ARANGO FRANCO 
 

 
 










